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RAMA JUDICIAL  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 
 

INCIDENTE DE DESACATO 
 

RAD. JUZGADO:  54-001-31-05-003-2015 - 00276-00 
ACCIONANTE:  ANAYIBE GARCIA MANRIQUE AGENTE OFICIOSO DE JENNY PATRICA ALBARRACIN GARCIA 
ACCIONADO: COMPARTA EPS-S 
 

DECISIÓN  
 
Procede el Despacho a decidir la solicitud presentada por la apoderada judicial de la entidad 
NUEVA EPS, mediante la cual solicita que se deje sin efecto la sanción por desacato impuesta 
mediante providencia del 07 de septiembre de 2020,  de acuerdo a lo siguiente: 
   

1. CONSIDERACIONES 
 
De acuerdo al memorial enviado por correo electrónico la apoderada de la sociedad COMPARTA 
EPS-S informa que se ha dado cumplimiento a la sentencia de tutela en la cual se ordenó la DE   LOS   
PAÑALES   DESECHABLES   ADULTO   TALLA   M,   PAÑITOS   HUMEDOS,   CREMA LUBRIDERM Y 
SILLA DE RUEDAS. 
 
Previamente a decidir sobre la solicitud planteada por la parte accionada COMPARTA EPS-S debe 
referirse este Despacho a la posibilidad de no ejecutar o dejar sin efectos sanciones por desacato, 
teniendo en cuenta que la finalidad del trámite incidental no es meramente sancionatoria, sino que 
en realidad es un mecanismo coercitivo que busca hacer efectiva la protección de los derechos 
fundamentales que fueron objeto de la sentencia. 
 
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia  Sala de Casación Penal, en la sentencia STP 1462 de 2015, 
explicó que en el trámite de la acción de tutela las decisiones que producen efectos de cosa juzgada 
son las sentencias que se dicten, por lo que el juez de conocimiento en el trámite del cumplimiento 
o desacato de las mismas conserva la competencia para adoptar las decisiones encaminadas a lograr 
una protección efectiva de los derechos tutelados: 
 

“Del incidente de desacato – la sanción -. 
 

A voces del art. 28 de la Constitución, nadie puede ser sometido a arresto sino en virtud de 
mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo 
previamente definido en la ley.  

 
El derecho fundamental al debido proceso, acorde con el artículo 29 ídem, comprende la 

prerrogativa de que nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de las formas propias de cada juicio. 

 
Así mismo, el debido proceso entraña la garantía de que toda persona se presume inocente 

mientras no se la haya declarado judicialmente culpable.  
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Ahora bien, según el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, la persona que incumpliere una 
orden judicial proferida en el marco de una acción de tutela, incurrirá en desacato sancionable con 
arresto hasta de seis meses y multa hasta de veinte salarios mínimos mensuales, sin perjuicio de las 
sanciones penales a que hubiere lugar. 

 
La sanción, prosigue la norma, será impuesta por el mismo juez por trámite incidental y será 

consultada al superior jerárquico, quien decidirá en los tres días siguientes si debe revocar la sanción. 
 
Ha de subrayarse, igualmente, que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el 

incidente de desacato no tiene como finalidad la imposición de una sanción, pues lo que 
sustancialmente interesa es que la orden de proteger derechos fundamentales del demandante se 
cumpla, sin perjuicio de que en ocasiones el incumplimiento del fallo comporte sancionar al 
funcionario renuente a satisfacer una orden clara, precisa y exigible, dadas las circunstancias del 
caso. 
 

Entendido el alcance de la decisión que asume el juez constitucional, como la manifestación 
clara y expresa frente a la protección inmediata de derechos fundamentales, deviene razonable 
señalar que en la consulta en el incidente de desacato tiene por objeto determinar si en verdad 
existió desobedecimiento caprichoso a la orden de tutela, que lo será si ese proceder no está 
rodeado de circunstancias que imposibiliten o impidan cumplir inmediatamente el fallo de tutela, si 
existe dolo o negligencia grave o propósito deliberado de no someterse a la decisión que ampara los 
derechos fundamentales, resultando ajustada a derecho la conducta en los supuestos contrarios, o 
cuando se evidencia buena fe e intención de acatar la ley y satisfacer el objeto de la acción pública, 
pues se trata de sancionar con prisión o multa las arbitrariedades debidamente comprobadas de los 
accionados, entendiendo que en estos casos está proscrita la responsabilidad objetiva.  
 

Hay que diferenciar el objeto del incidente de desacato con el del incidente de cumplimiento 
del amparo de tutela.  A este respecto, la Corte Constitucional en sentencia CC T-632/06, hizo las 
siguientes precisiones: 

 
Como ha señalado esta Corporación en diversas oportunidades1, de acuerdo con los 

artículos 23 y 27 del Decreto 2591 de 1991, corresponde a los jueces que conocen en primera instancia 
de los procesos de tutela velar por el cumplimiento de los fallos que se profieran dentro de los 
mismos, así estos hayan sido dictados en segunda instancia o por la Corte Constitucional en sede de 
revisión.  

 
En este orden de ideas, dicho funcionario mantiene la competencia hasta tanto se dé cabal 

cumplimiento a la orden impartida y cese la vulneración de los derechos fundamentales del 
demandante, o desaparezcan las causas de amenaza de los mismos (artículo 27 ibídem). 

 
El juez debe entonces analizar en cada caso si se ha dado cumplimiento a la orden impartida, 

en los términos y dentro de los plazos previstos en la respectiva decisión. Si el funcionario encargado 
de cumplir lo ordenado no lo hace, el juez debe dirigirse a su superior y requerirlo para que haga 
cumplir al inferior la orden e inicie el proceso disciplinario respectivo. Si pasadas 48 horas el superior 
tampoco procede como le indica el juez, éste puede adoptar todas las medidas necesarias para 
lograr el cumplimiento de la providencia (artículo 27 ibídem).  

 
Entre dichas medidas se encuentran, por ejemplo, la facultad de decretar y practicar 

pruebas y de ajustar las órdenes dictadas para lograr la efectiva protección del derecho tutelado. 
Ciertamente, dado que el juez de primera instancia mantiene las facultades y obligaciones 
constitucionales que le son otorgadas en la etapa del juzgamiento, está facultado –incluso obligado- 

 
1 Ver en este sentido el auto A-136A de 2002 y las sentencias T-458 de 2003, T-744 de 2003, SU-1158 de 2003, T- 368 
de 2005, entre otras. En particular, en el primer auto, la Sala Plena de la Corte expresó sobre este punto: 
“En Conclusión, la Sala encuentra que el juez de primera instancia (singular o plural), que haya conocido el trámite de 
tutela, es en todo caso el competente para conocer del trámite incidencial por desacato. Esta interpretación tiene 
fundamento en los siguientes aspectos: (i) Obedece a una interpretación sistemática del decreto 2591 de 1991, (ii) genera 
claridad en términos de seguridad jurídica, al desarrollar el principio de igualdad en los procedimientos judiciales, (iii) esta 
en armonía con el principio de inmediación del trámite de tutela y, (iv) protege la eficacia de la garantía procesal en que 
consiste el grado jurisdiccional de consulta.” M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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para ejercer su actividad probatoria a fin de establecer si se ha dado cumplimiento a la orden 
impartida y para asegurar la efectiva protección a los derechos fundamentales de los peticionarios.2 
Además, como se indicó en la sentencia T-086 de 20063, tiene la facultad de ajustar y complementar 
las órdenes emitidas, a fin de garantizar el goce efectivo del derecho involucrado.4 

 
Ahora bien, la obligación de velar por el cumplimiento de las decisiones de tutela no se 

identifica con el trámite del incidente de desacato. En efecto, el incidente de desacato -regulado en 
los artículos 27 y 52 ibídem- es un trámite de carácter coercitivo y sancionatorio previsto por la 
normativa para determinar la responsabilidad subjetiva del encargado de cumplir la orden y su 
superior jerárquico -en la hipótesis antes analizada-, y para castigar su incumplimiento por 
negligencia comprobada. Se trata de una de las herramientas de las que dispone el juez para lograr 
el cumplimiento, pero que no siempre lo garantiza.5 

 
Es por ello que éste puede promoverse paralelamente a la presentación de la solicitud de 

cumplimiento, y su trámite no desplaza la obligación del juez de hacer cumplir el fallo. Es más, el 
incidente de desacato puede ser tramitado o no por el juez que verifica el cumplimiento, mientras 
que éste no puede abstenerse de hacer cumplir la decisión.6 Además, el trámite del cumplimiento 
no es un prerrequisito para el trámite del desacato, ni el trámite del desacato es la vía para el 
cumplimiento.7 Se trata de dos figuras distintas que si bien pueden concurrir, no son sustituibles.  

 
(…) 
 
2. Límites, facultades y deberes del juez en torno al incidente de desacato. 
 
El incidente de desacato es un instrumento procesal con el cual se busca verificar « (1) a quién 

estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) el alcance de la misma»; 
(4) la exigibilidad y posibilidad de cumplimiento. 

 
De manera excepcional ha contemplado la jurisprudencia constitucional, la posibilidad de 

que el juez que resuelve el incidente de desacato pueda proferir órdenes adicionales a las que 
inicialmente se impartieron o introducir ajustes a las mismas, respetando eso sí, el alcance de la 
protección constitucional y el principio de la cosa juzgada, bajo los siguientes lineamientos, 
expuestos por la Corte Constitucional en decisión CC T-086/03, así: 

 
(1) La facultad puede ejercerse cuando debido a las condiciones de hecho es necesario 

modificar la orden, en sus aspectos accidentales, bien porque: 
 

 
2 Ver al respecto el auto A-166A de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. Mediante esta providencia, la Corporación 
ofició al juzgado que conoció en primera instancia del asunto que terminó con la sentencia T-677 de 2004, y a la entidad 
demandada, para que informaran sobre las actividades desplegadas para dar cumplimiento al fallo referido. 
3 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. En esta sentencia la Corte se ocupó de la revisión de la acción de tutela promovida 
por una ciudadana contra la Sala Civil y de Familia del Tribunal Superior de Cartagena, por haber incurrido presuntamente 
en una vía de hecho al revocar, en sede de consulta, la declaración de desacato proferida por el juez que en primera 
instancia había conocido de una tutela previa presentada por ella misma, contra la Alcaldía de Cartagena, CASDIQUE y 
Lime S.A. El tribunal accionado había revocado el auto que dio fin al incidente de desacato porque, a su juicio, los 
demandados no habían podido dar cumplimiento a la sentencia de tutela por razones ajenas a su voluntad. Además, fijó 
un nuevo plazo para que estas entidades cumplieran lo ordenado. En el caso concreto, la Corte encontró que el derecho 
de la accionante al debido proceso había sido vulnerado por el despacho accionado, al modificar la orden dictada en el 
fallo de tutela y reducir su margen de protección, sin que se introdujera una medida compensatoria de forma paralela. Por 
esta razón, concedió el amparo parcialmente y ordenó la fijación de dicha medida. 
4 Tales modificaciones, según la sentencia referida, pueden ser realizadas por la diferencia que existe entre la decisión de 
tutelar un derecho y la orden que se imparte para el efecto. Sobre los eventos en que es posible introducir estas 
modificaciones, consultar el texto de la sentencia aludida. Por otras parte, en la sentencia SU-1198 de 2003, M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra, la Corte enunció otras medidas que, en casos particulares, el juez que verifica el cumplimiento 
puede adoptar. 
5 Ver en este sentido las sentencias T-458 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-744 de 2003, M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra, T- 465 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Treviño y T- 939 de 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, 
entre otras. 
6 Ver en este sentido la sentencia T-942 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
7 Ver al respecto la sentencia T-458 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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(a) la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental tutelado, o 
lo hizo en un comienzo pero luego devino inane; 

 
(b) porque implica afectar de forma grave, directa, cierta, manifiesta e inminente el interés 

público o 
 
(c) porque es evidente que lo ordenado siempre será imposible de cumplir. 
 
(2) La facultad debe ejercerse de acuerdo a la siguiente finalidad: las medidas deben estar 

encaminadas a lograr el cumplimiento de la decisión y el sentido original y esencial de la orden 
impartida en el fallo con el objeto de asegurar el goce efectivo del derecho fundamental tutelado. 

 
(3) Al juez le es dado alterar la orden en sus aspectos accidentales, esto es, en cuanto a las 

condiciones de tiempo, modo y lugar, siempre y cuando ello sea necesario para alcanzar dicha 
finalidad. 

 
(4) La nueva orden que se profiera, debe buscar la menor reducción posible de la protección 

concedida y compensar dicha reducción de manera inmediata y eficaz. 
 

Importante resulta precisar, que la Corte Constitucional en la sentencia proferida en la tutela 
086 de 2003, concretó cuál era la decisión que hacía tránsito a cosa juzgada y por ende, qué aspectos 
no adquirían esta naturaleza y podían ser modificados.  Esta situación fue explicada por la citada 
Corporación así: 

 
3.1. La misión primordial que la Constitución encomienda al juez de tutela es decidir si en 

cada caso concreto el derecho invocado por el accionante ha sido violado o amenazado y, en caso 
de que así sea, es su deber tutelarlo y, en consecuencia, tomar las medidas necesarias para que cese 
la violación o la amenaza. Entonces, se pueden distinguir dos partes constitutivas del fallo: la 
decisión de amparo, es decir, la determinación de si se concede o no el amparo solicitado mediante 
la acción de tutela, y la orden específica y necesaria para garantizar el goce efectivo del derecho 
amparado. El principio de la cosa juzgada se aplica en términos absolutos a la primera parte del fallo, 
es decir, a lo decidido. Por lo tanto, la decisión del juez de amparar un derecho es inmutable y obliga 
al propio juez que la adoptó Como la orden es consecuencia de la decisión de amparo y su función 
es la de asegurar el goce efectivo del derecho en el contexto fáctico particular de cada caso, los 
efectos de la cosa juzgada respecto de la orden específica tienen unas características especiales en 
materia de acción de tutela. Las órdenes pueden ser complementadas para lograr “el cabal 
cumplimiento” del fallo dadas las circunstancias del caso concreto y su evolución. Tal fue la 
determinación del legislador extraordinario, quién definió en el propio estatuto de la acción de 
tutela (Decreto 2591 de 1991) que el juez no pierde la competencia, y está facultado a tomar las 
medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de la decisión, es decir, proteger el derecho 
fundamental afectado. Dice el decreto: 

 
“Artículo 27.- Cumplimiento del fallo.  Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad 

responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.  
 

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior 
del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento 
disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenará abrir proceso contra el 
superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las 
medidas para el cabal cumplimiento del mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable 
y al superior hasta que cumplan su sentencia. 

 
(…) 

 
En todo caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y 

mantendrá la competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las 
causas de la amenaza.” (acento fuera del texto). 
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En la misma providencia de marras, advirtió la Corte que la labor del juez constitucional no 
termina con el proferimiento de la sentencia, sino con el cumplimiento del amparo, de lo cual debe 
estar atento sobre todo en situaciones complejas, tal es el caso, para usar las propias palabras de la 
citada Corporación, de los procesos en donde «varias autoridades administrativas», tienen que 
intervenir para «salvaguardar el goce efectivo del derecho», lo que es aplicable cuando la entidad 
administrativa tiene dependencias que cumplen trámites en varios lugares del país.  Por ello sobre 
el alcance de las potestades del juez de tutela se precisó en el susodicho fallo:  

 
La variedad de órdenes y actores que deben realizarlas, o la complejidad de las tareas 

impuestas, que pueden suponer largos procesos al interior de una entidad, obligan al juez de tutela 
a ser ponderado al momento de concebir el remedio, ordenarlo y vigilar su cumplimiento. 
 

También la Corte Constitucional en la susodicha providencia admitió que el juez que haya 
conocido en segunda instancia de la tutela, tiene competencia en el trámite de la consulta para 
complementar o ajustar las órdenes impartidas en el trámite de la acción constitucional.  

 
En estos términos se pronunció la Corporación citada: 

 
Por tanto, considera la Sala que el juez encargado de resolver la consulta en un incidente por 

desacato, puede complementar o ajustar las órdenes impartidas, cuando tiene competencia para 
ello, por haber sido juez de primera o segunda instancia dentro del proceso;  ha comprobado que 
tal modificación a las órdenes originalmente impartidas es indispensable para asegurar el goce 
efectivo del derecho amparado en la sentencia;  y existe una relación directa entre el objeto del 
proceso de desacato y la necesidad de adoptar medidas adicionales para que dadas las 
circunstancias del caso concreto el fallo sea cumplido." 
 
En consideración a lo expuesto y ateniendo a la naturaleza del incidente de desacato, el cual  tiene 
como objetivo coaccionar para el cumplimiento de una sentencia de tutela, más no imponer una 
sanción punitiva ni reivindicatoria, debe concluirse que, si una vez se declaró el desacato y se emitió 
la correspondiente orden de arresto y multa, el responsable demuestra que acató la sentencia  y le 
dio cumplimiento a cabalidad, carece de objeto y sentido ejecutar la orden de arresto, dado que el 
fin no es la sanción en sí misma sino el cumplimiento del fallo que tuteló determinados derechos. 
  
De acuerdo con lo anterior, se ha podido constatar, desde el punto de vista de la responsabilidad 
subjetiva y objetiva, la gestión realizada por entidad accionada para dar cumplimiento al amparo 
concedido a la señora JENNY PATRICIA ALBARRACIN GARCIA  para la entrega de PAÑALES   
DESECHABLES   ADULTO   TALLA   M,   PAÑITOS   HUMEDOS,   CREMA LUBRIDERM Y SILLA DE 
RUEDAS de acuerdo a las especificaciones médicas, lo cual demostró con los correspondientes 
soportes. 
 
Por lo anterior, no sería procedente hacer efectiva la sanción de desacato impuesta por este 
Despacho el día 07 de septiembre de 2020, pues tal como lo ha establecido la Honorable Corte 
Constitucional en sentencias T-459 de 2003, T-171 de 2009 y T-123 de 2010, entre otras, “la 
finalidad del desacato no es la sanción en sí misma, sino que su finalidad es efectivizar, a través del 
ejercicio de la potestad sancionatoria del juez, un poder coercitivo para conseguir el cumplimiento 
de las sentencias de tutela”.   
 
En síntesis, el Despacho ha constatado el cumplimiento de la orden proferida en el fallo de tutela 
de fecha 22 de julio de 2015, por lo que para este momento existe la carencia de objeto, por cuya 
razón, no se hará efectiva la sanción impuesta por desacato. 
 
Por las anteriores consideraciones, el Juzgado 
 

RESUELVE 
 

1. INEJECUTAR la sanción por desacato impuesta al Dr. Dr. FABIO JOSÉ SANCHÉZ PACHECO  
quien  ocupa  el  cargo  de Gestor  Jurídico  de  Tutelas  de COMPARTA EPS-S- a  nivel  nacional, 
en el proveído dictado por este Despacho el día siete (07) de septiembre de dos mil veinte 
(2020), en el trámite incidental de desacato de la referencia por cuanto esta autoridad ha 
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dado cumplimiento a la orden impartida en la parte resolutiva del fallo de tutela proferido 
por este Despacho el día veintidós (22) de julio de dos mil quince (2015), de acuerdo con lo 
expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

2. NOTIFICAR por el medio más expedito al accionante, los accionados y el Defensor del Pueblo.   
3. ARCHIVAR el presente incidente.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez  

 
 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
RAMA JUDICIAL DEL PORDE PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno 
 

RADICADO:                 54-001-31-05-003-2020-00296-00 
ASUNTO:              INCIDENTE DE DESACATO 
ACCIONANTE:           HERNAN GARAVITO SALAZAR 
ACCIONADO:             DIRECCION COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO DE CUCUTA 
 
Conforme se advierte del informe secretarial precedente, se ordenará obedecer y cumplir lo resuelto 
por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta, de fecha 27 de noviembre de 
2020, en la cual se confirmó la providencia de fecha 24 de noviembre de 2020 dictada por este 
Despacho y en la cual se impuso sanción de arresto por tres (3) días y multa de tres (03) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes al Coronel ILDEBRANDO TAMAYO USUGA,    director    del    
COMPLEJO    NACIONAL    PENITENCIARIO    Y CARCELARIO DE CÚCUTA –COCUC. 
 
Adicionalmente, procede el Despacho a estudiar el oficio de fecha 02 de diciembre de 2020, 
presentado por el doctor JUAN CARLOS PRADA AVILA, DIRECTOR (E) DEL COMPLEJO CARLARIO Y 
PENITENCIARIO METROPOLITANO DE CUCUTA - COCUC, con el fin de decidir si es procedente o no 
hacer efectiva la reseñada sanción. 
 
Conforme con lo anterior, se procede a decidir la solicitud presentada por EL DIRECTOR (E) DEL 
COMPLEJO CARLARIO Y PENITENCIARIO METROPOLITANO DE CUCUTA - COCUC, respecto de la 
inaplicación de la sanción, conforme a lo siguiente:  
 

1. ANTECEDENTES 
 

2. TRAMITE DEL INCIDENTE. 
Una vez realizado el respectivo trámite incidental, a través de la providencia de fecha 24 de 
noviembre de 2020, proferida por éste Despacho Judicial, se declaró en desacato al al Coronel (RA) 
ILDEBRANDO TAMAYO USUGA, Director del Complejo Nacional Penitenciario y Carcelario de Cúcuta 
–COCUC, y en consecuencia, IMPONER las sanciones establecidas en el Art. 52 del Decreto 2591 de 
l.991, consistente en una multa de TRES(3) salarios mínimos mensuales vigentes que deben ser 
consignados a favor del CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA y arresto de tres (3) días.  
Además, mediante providencia de fecha 27 de noviembre de 2020, proferida por la Sala Laboral  del 
Tribunal Superior de Cúcuta, se resolvió confirmar la providencia de fecha 24 de noviembre de 2020, 
y  
Posterior a esto,  el doctor JUAN CARLOS PRADA AVILA, DIRECTOR (E) DEL COMPLEJO CARLARIO Y 
PENITENCIARIO METROPOLITANO DE CUCUTA - COCUC, con el fin de decidir si es procedente o no 
hacer efectiva la reseñada sanción, argumentando lo siguiente: 
 

§ Que Es pertinente informar a su honorable despecho, que mediante oficio de fecha 04 de 
noviembre del año en curso, emitido por la dirección de éste centro de reclusión y dirigido al 
Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ, apoderado del señor PPL HERNAN GARVITO 
SALAZAR, por medio del cual se le brindó respuesta a su petición, relacionada con los hechos 
ocurridos el día 07 de agosto del año 2019 con su prohijado al interior de este centro de 
reclusión.  

§ Dicha respuesta fue remitida el día 06 de noviembre del corriente, mediante correo 
electrónico institucional jack_mora27@hotmail.com el cual fue allegado por el apoderado en 
la presente acción constitucional para recibir respuesta. Página 2 de 4  

§ Así las cosas, teniendo en cuenta que el Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ, apoderado 
del señor PPL HERNAN GARAVITO SALAZAR, el cual, en la solicitud de incidente de desacato, 
manifestó que la documentación anexada a la respuesta a su petición mediante correo 
electrónico era poco legible, incompleta, que faltaba firmas y no era clara, toda vez que fue 
remitida por correo electrónico y por lo cual solicitó que le reenviara toda la documentación 
en forma física y completa a la dirección allegada en la solicitud de incidente.  
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§ Por lo anterior, el día 23 de noviembre del año en curso, dicha documentación fue remitida 
de forma física y completa, mediante la oficina de correspondencia, la cual fue enviada por la 
empresa de correo certificado 472, esta documentación fue remitida a la dirección; Calle 75ª 
SUR N° 52E – 105 Apartamento 1609, Rivera de Suramérica, la estrella, Antioquia, tal como lo 
solicitó el Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ.  

§ Sin embargo, la empresa de correo certificado 472, manifiesta que la dirección del 
destinatario no fue hallada y que por siguiente la documentación será devuelta a éste 
establecimiento de reclusión, a pesar de que la secretaria de la dirección de este 
establecimiento se contactó vía telefónica con el Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ, con 
el fin de corroborar la dirección allegada, éste manifestó que agregará a la dirección indicada, 
“torre 2”, pero desaforadamente la documentación ya se encontraba en proceso de 
devolución siguiendo los protocolos de la empresa de correo certificado 472.  

§ Finalmente, en aras agilizar y materializar la orden impartida por su señoría mediante fallo de 
tutela, el día 01 de diciembre del corriente, se remitió la respuesta a la petición elevada por el 
Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ, junto con los documentos anexos, a la dirección 
electrónica jack_mora27@hotmail.com allegada por el accionante para recibir respuesta en 
la petición y en el escrito tutelar, es de anotar que dichos documentos fueron impresos y 
escaneados en otros equipos para que fueran totalmente legibles.  

§ Por todo lo anterior, es evidente que este centro de reclusión en ningún momento se ha 
desprendido de su responsabilidad y ni ha actuado con dolo, por el contrario, ha realizado 
todas las gestiones y actuaciones necesarias para la materialización de lo ordenado por su 
señoría.  

§ Así las cosas, se puede observar, que a la fecha se ha brindado cabal cumplimiento a lo 
ordenado mediante fallo de tutela, siendo el COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO 
METROPOLITANO DE CUCUTA, diligente y respetuoso de los derechos fundamentales del 
personal privado de la libertad y sus apoderados, caso concreto, hemos dado respuesta clara, 
congruente y de fondo a lo solicitado por el Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ. 
 

3. CONSIDERACIONES 
 

En primer lugar,  en virtud del artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, una vez proferido el fallo de tutela 
corresponde a la autoridad responsable del agravio hacerlo cumplir sin demora, teniendo el juez la 
facultad de sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que se cumpla la sentencia. 
 
A su vez, la sanción por la configuración del desacato se encuentra consagrada  en el artículo 52 del 
Decreto 2591 de 1991, que a la letra  dice: 
 

“La persona que incumpliere una orden del juez  proferida con base en el presente decreto  
incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de veinte 
salarios mínimos mensuales.  
 
“La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al 
superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción. 
La consulta se hará en el efecto devolutivo”.  

 
De acuerdo a lo expresado por la Corte Constitucional “El desacato consiste en una conducta que, 
mirada objetivamente por el juez, implica que el fallo o providencia de tutela no ha sido cumplido. Desde 
el punto de vista subjetivo, la responsabilidad de quien ha dado lugar a ese incumplimiento debe ser 
deducida en concreto, en cabeza de las personas a quienes está dirigido el mandato judicial, lo que 
significa que éstas deben gozar de la oportunidad de defenderse dentro del incidente y estar rodeadas 
de todas las garantías procesales” (Sent. T. 766Dic.6/98). 
 
La H. Corte Constitucional, ha señalado que el desacato: “no es otra cosa que el incumplimiento de una 
orden impartida por un juez y contenida ya sea en una sentencia o en cualquier providencia dictada en 
ejercicio de sus funciones y con ocasión de trámite de una acción de tutela”1 y que dicha figura jurídica 
se traduce en una “medida de carácter coercitivo y sancionatorio con que cuenta el juez de 
conocimiento de la tutela para  sancionar a quien desatienda sus órdenes expedidos para proteger de 
manera efectiva derechos fundamentales”2 
 
En cuanto a los requisitos que se deben cumplir para que sea procedente la sanción por desacato a 
una orden judicial proferida en virtud del trámite de tutela, es importante destacar que se debe 
analizar la ocurrencia de dos elementos: 
 

 
1Sentencia T-459 de 2003 
2 Sentencia T-188 de 2002 



Incidente de Desacato 
Radicado Nº 2020-000296 

 

3 
 

1.  Elemento objetivo: Se refiere al incumplimiento del fallo, es decir que se debe hacer una análisis 
de los elementos probatorios obrantes en el expediente para determinar que la orden ha sido 
inobservada, ya sea por su desconocimiento total que conlleve a la falta de pronunciamiento por 
parte de la entidad encargada de proferir la orden, o por su desconocimiento parcial, cuando la 
entidad se pronuncia pero desconoce las instrucciones impartidas por el juez de tutela. 

2. Elemento Subjetivo: Relacionado con la persona responsable de dar cumplimiento al fallo; es 
decir, que la persona contra la cual se dictó la sentencia de tutela y sea responsable de su 
cumplimiento, haya incurrido en una actitud negligente u omisiva. Para efectos de verificar el 
cumplimiento de este elemento, se debe establecer la identificación clara y precisa del sujeto 
pasivo de la orden, y una vez identificado se debe analizar cuál ha sido su actitud funcional 
respecto al fallo, si actuó de manera diligente, con el fin de garantizar los derechos del accionante 
conforme a las estipulaciones hechas por el juez de tutela.  

De tal manera, que si el juez analiza que en el caso bajo estudio se configuran dichos elementos, 
concluirá que es procedente la sanción por desacato, el juez competente debe tasar dicha sanción 
atendiendo al juicio de razonabilidad realizado al respecto y aplicando las reglas de la  experiencia, 
para que la sanción a imponer no resulte desproporcional a la actitud del funcionario incumplido.  
 
La sanción por desacato, no se aparta de los principios del derecho sancionador, razón por la cual la 
imposición del arresto y la multa al funcionario incumplido debe hacerse respetando el debido 
proceso, es decir realizando todas las etapas del trámite incidental, con el fin de allegar las pruebas 
del cumplimiento o incumplimiento del fallo, y el derecho de defensa del funcionario que ha de ser 
sancionado, es decir que se deben realizar los requerimientos a la autoridad competente para que 
demuestre su observancia al fallo de tutela.  
 
De acuerdo a las anteriores precisiones jurídicas y jurisprudenciales, se procederá a analizar si en este 
caso, se estructuran los elementos para que sea procedente el desacato: 
 
Al verificar el oficio allegado por la doctor JUAN CARLOS PRADA AVILA, DIRECTOR (E) DEL 
COMPLEJO CARLARIO Y PENITENCIARIO METROPOLITANO DE CUCUTA - COCUC,  de fecha 02 de 
diciembre de 2020 del cuaderno del trámite incidental, se constata que al  Dr. JACKSON FERLEY 
MORA WILCHEZ, apoderado del señor PPL HERNAN GARVITO SALAZAR, se le brindó respuesta a su 
petición, relacionada con los hechos ocurridos el día 07 de agosto del año 2019 con su prohijado al 
interior de este centro de reclusión al existir inconformidad con la documentación enviada por no ser 
legible, el día 23 de noviembre del año en curso, la documentación fue remitida de forma física y 
completa, mediante la oficina de correspondencia, la cual fue enviada por la empresa de correo 
certificado 472, esta documentación fue remitida a la dirección; Calle 75ª SUR N° 52E – 105 
Apartamento 1609, Rivera de Suramérica, la estrella, Antioquia, tal como lo solicitó el Dr. JACKSON 
FERLEY MORA WILCHEZ, Sin embargo, la empresa de correo certificado 472, manifiesta que la 
dirección del destinatario no fue hallada y que por siguiente la documentación será devuelta a éste 
establecimiento de reclusión, a pesar de que la secretaria de la dirección de este establecimiento se 
contactó vía telefónica con el Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ, con el fin de corroborar la 
dirección allegada, éste manifestó que agregará a la dirección indicada, “torre 2”, pero que 
desaforadamente la documentación ya se encontraba en proceso de devolución siguiendo los 
protocolos de la empresa de correo certificado 472 y posteriormente en aras agilizar y materializar la 
orden impartida por el juzgado mediante fallo de tutela, el día 01 de diciembre del corriente, se remitió 
la respuesta a la petición elevada por el Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ, junto con los 
documentos anexos, a la dirección electrónica jack_mora27@hotmail.com allegada por el accionante 
para recibir respuesta en la petición y en el escrito tutelar, es de anotar que dichos documentos 
fueron impresos y escaneados en otros equipos para que fueran totalmente legibles, anexando los 
respectivos soportes. 

 
De acuerdo con lo anterior, se ha podido constatar, desde el punto de vista de la responsabilidad 
subjetiva y objetiva, la gestión realizada por entidad accionada para dar cumplimiento al amparo 
concedido al  Dr. JACKSON FERLEY MORA WILCHEZ, apoderado del señor PPL HERNAN GARVITO 
SALAZAR, en cumplimiento al derechos fundamental protegido en el respectivo fallo. 
 
Por lo anterior, no sería procedente hacer efectiva la sanción de desacato impuesta por este 
Despacho el día veinticuatro (24) de noviembre de dos mil noviembre (2020), la cual fue confirmada 
por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta en Sentencia de fecha  27 de 
noviembre de 2020, pues tal como lo ha establecido la Honorable Corte Constitucional en sentencias 
T-459 de 2003, T-171 de 2009 y T-123 de 2010, entre otras, “la finalidad del desacato no es la sanción en 
sí misma, sino que su finalidad es efectivizar, a través del ejercicio de la potestad sancionatoria del juez, 
un poder coercitivo para conseguir el cumplimiento de las sentencias de tutela”.   
 
Además de los precedentes constitucionales citados, el Despacho ha de tener en cuenta lo indicado 
por la Corte Constitucional en sentencia T-482 del veinticinco (25) de julio de dos mil trece (2013) al 
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indicar que “el propósito del incidente será lograr que el obligado obedezca la orden allí impuesta y no 
la imposición de una sanción en sí misma.” 
 
En síntesis, el Despacho ha constatado el cumplimiento de la orden proferida en el fallo de tutela de 
fecha 05 de noviembre de 2020, por cuya razón, no se hará efectiva la sanción impuesta por desacato. 
 
Por las anteriores consideraciones, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: OBEDECER Y CUMPLIR lo ordenado por el la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Cúcuta en providencia de fecha 27 de noviembre de 2020. 
 
SEGUNDO: NO HACER EFECTIVA la sanción impuesta Coronel ILDEBRANDO TAMAYO USUGA,    
director    del    COMPLEJO    NACIONAL    PENITENCIARIO    Y CARCELARIO DE CÚCUTA –COCUC, en 
el proveído dictado por este Despacho el día veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veinte (2020), 
en el trámite incidental de desacato de la referencia por cuanto esta autoridad, realizó las gestiones 
pertinentes para dar cumplimiento a la orden impartida en la parte resolutiva del fallo de tutela 
proferido por este Despacho el día cinco (05) de noviembre de dos mil veinte (2020), de acuerdo con 
lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
TERCERO: NOTIFICAR a los interesados lo decidido en el presente auto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
 

LUCIO VILLÁN ROJAS 
Secretario       

 



 

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 001-
31-05-003-2020-00092-00, instaurada por el señor ANTONIO JOSÉ CONTRERAS CORREDOR en contra de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES-, informándole que le correspondió por 
reparto a este Despacho. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE SUBSANACIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que no hay lugar 
a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 001-31-05-
003-2020-00092-00, toda vez que no cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 27 del 
C.P.T.S.S., conforme lo siguiente: 
 
La implementación de la Ley 1149 de 2.017, que le dio un carácter definitivamente oral al proceso laboral, exige 
que la demanda, entendida como el acto inicial más importante del proceso, dado que determina el campo 
fáctico y jurídico dentro del cual se definirá la competencia del Juez, y los hechos y pretensiones respecto los 
cuales ejercerá se derecho a la defensa y contradicción el sujeto pasivo de la acción, debe cumplir estrictamente 
con los requisitos formales consagrados en los artículos 25, 26 y 27 del C.P.T.S.S., modificados por los artículos 
12, 13, 14 y 15 de la ley 712 de 2.001.  
 

1. No cumple con lo expuesto en el numeral 7 del artículo 25 del C.P.T.S.S., modificado por el artículo 12 
de la Ley 712 de 2.001, toda vez que en la demanda se deben expresar los hechos y omisiones que sirvan 
de fundamento a las pretensiones debidamente clasificados y enumerados; este requisito permite que 
en la contestación de la demanda sea clara y precisa facilita la fijación del litigio, el debate probatorio 
y la aplicación de ciertas figuras jurídicas, tales como, la confesión ficta. Por lo tanto, los hechos deben 
expresarse de forma clara y precisa, de manera que cada hecho contenga una sola afirmación o no 
describa más de una situación fáctica, no se deben plantear apreciaciones subjetivas ni de contenido 
normativo, ni tampoco plantear pretensiones. 
 
- En el hecho 1º  incluye más de dos situaciones fácticas  y realiza la transcripción de documentos que 

fueron aportados como prueba dentro del expediente, lo que atenta contra la obligación 
contenida en el numeral 15º del artículo 78 del CGP.  
 

- En el hecho 2º indica diferentes situaciones fácticas respecto a las entidades a las que estuvo 
vinculado laboralmente, extremos temporales y tiempo de prestación del servicio. 

 
- En el hecho 6º, 8º, 10º transcribe norma que no corresponden a situaciones fácticas y también 

desconoce la obligación consagrada en el numeral 15º del artículo 78 del CGP. 
 

- En el hecho 7º indica diferentes situaciones fácticas y transcribe norma que no corresponden a 
situaciones fácticas y también desconoce la obligación consagrada en el numeral 15º del artículo 78 
del CGP. 

 
- En el hecho 16º indica diferentes situaciones fácticas. 

 
- En el hecho 17º transcribe sentencias que no corresponden a situaciones fácticas y también 

desconoce la obligación consagrada en el numeral 15º del artículo 78 del CGP. 
 



 

 

- Después del hecho 17º y a partir del folio 6 de la demanda, inicia una nueva numeración desde el 
número 2º y sigue con el 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10º, 11º, 12º, 13º, 14º, 15º, 16º, 17º, 18º, 19º, 20º, 21º, 22º y 
23º, generando confusión porque la numeración debe ser continúa, según las directrices 
normativas. 

 
- En los hechos numerados 2º, 4º, 5º, 7º, 9º, 10º, 11º, 16º, ubicados a partir del folio 6 del expediente, 

realiza la transcripción de documentos que fueron aportados como prueba dentro del expediente 
o circulares de la entidad demandada, lo que atenta contra la obligación contenida en el numeral 
15º del artículo 78 del CGP. 

 
- En los hechos numerados 6º, 20º, y 22º,  ubicados a partir del folio 6 del expediente, indica 

diferentes situaciones fácticas, de modo que el planteamiento de los hechos no es concreto y 
especifíco, lo que dificulta la contestación de los mismos y la fijación del litigio. 

 
- En los hechos numerados 11º, 17º, 18º, 21º, 22º y 23º ubicados a partir del folio 6 del expediente hace 

referencia a consideraciones jurídicas respecto a circulares de la entidad, normas y jurisprudencia 
que no corresponden a situaciones fácticas, sino a razones de derecho.  

 
2. No cumple con lo expuesto en el numeral 3º del artículo 25 del C.P.T.S.S., modificado por el artículo 12 

de la Ley 712 de 2.001, toda vez que en la demanda no se indicó la dirección del demandante. 
 

Consecuente con lo anterior, se hace procedente su inadmisión, concediéndose a la parte demandante, un 
término de cinco (5) días, a efectos de que subsane la irregularidad señalada, so pena de rechazo. Por lo 
anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta,  
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería a la doctora ELEONORA CONTRERAS VILLAMIZAR, como apoderado de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 
 
2. DECLARAR inadmisible la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.  
 

3. CONCEDER un término de cinco (5) días, a la parte demandante, para que subsane la irregularidad anotada, 
so pena se rechace la misma.  
 
4. ORDENAR a la parte actora presentar una nueva demanda, en la que ya quede corregida la irregularidad 
señalada. 
 
5º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal oficial 
de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; 
por ello, ese es el único medio válido para la presentación de memoriales y comunicaciones dirigidos al 
proceso.  
 
6º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando copias 
de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo establece el 
artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020. 
 
7º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, con 
el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 7º del 
Decret0 806 de 2020. 
 
8º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las partes, 
remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso a este; 
dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00095-00, instaurada por el señor CARLOS YESID ROA GÓNZALEZ en contra del señor 
JULIO CÉSAR VÉLEZ TRILLOS propietario del establecimiento de comercio COMPRADOR Y VENDEDOR 
PROFESIONAL DE DIVISAS ITALCAMBIOS-CÚCUTA Nº 3, informándole que le correspondió por reparto a 
este Despacho. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario 
PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00095-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S., advirtiendo que si bien la demanda fue presentada en contra del establecimiento de 
comercio, el cual no tiene personería jurídica, no es menos que en virtud de la prevalencia del derecho 
sustancial sobre el procesal que rige la administración de justicia conforme el artículo 228 de la C.P. y el 
deber de interpretación de la demanda contempleado en el artículo 42 del CGP, esta se entenderá 
presentada en contra de su propietario.  
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería a la doctor NELSON DAVID NAVA CORREA, como apoderado de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por el señor CARLOS YESID 
ROA GÓNZALEZ en contra del señor JULIO CÉSAR VÉLEZ TRILLOS propietario del establecimiento de 
comercio COMPRADOR Y VENDEDOR PROFESIONAL DE DIVISAS ITALCAMBIOS-CÚCUTA Nº 3. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, al señor CARLOS YESID ROA 
GÓNZALEZ en contra del señor JULIO CÉSAR VÉLEZ TRILLOS propietario del establecimiento de comercio 
COMPRADOR Y VENDEDOR PROFESIONAL DE DIVISAS ITALCAMBIOS-CÚCUTA Nº 3., para lo cual se 
deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las 
notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia 
respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 
realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que 
deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 



6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda a ORDENAR se notifique personalmente el presente 
auto admisorio al señor CARLOS YESID ROA GÓNZALEZ en contra del señor JULIO CÉSAR VÉLEZ TRILLOS 
propietario del establecimiento de comercio COMPRADOR Y VENDEDOR PROFESIONAL DE DIVISAS 
ITALCAMBIOS-CÚCUTA Nº 3, por el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de la 
demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio al señor CARLOS YESID 
ROA GÓNZALEZ en contra del señor JULIO CÉSAR VÉLEZ TRILLOS propietario del establecimiento de 
comercio COMPRADOR Y VENDEDOR PROFESIONAL DE DIVISAS ITALCAMBIOS-CÚCUTA Nº 3., que para 
efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 
31 del C.P.L., debiendo entenderse en consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí 
contempladas, y que deben allegarse los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que 
las pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias 
que se encuentren previstas en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 

 
 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00098-00, instaurada por el señor MARÍA SUSANA MOYA MOYA en contra de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y PROTECCIÓN S.A., informándole 
que le correspondió por reparto a este Despacho. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE SUBSANACIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00098-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería a la doctor DIEGO RAMÍREZ TORRES, como apoderado de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y PROTECCIÓN S.A. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, al Dr. MAURICIO OLIVERA, o quien 
haga las veces de representante legal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -
COLPENSIONES- y al Dr. JUAN DAVID CORREA SOLORZANO, o quien haga las veces de representante legal 
de la Administradora de Fondo de Pensiones PROTECCIÓN S.A., a la AGENCIA NACIONAL PARA LA 
DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, para lo cual se deberá 
acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las notificaciones 
que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva 
como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la 
notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban 
entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 



7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda a ORDENAR se notifique personalmente el presente 
auto admisorio, al Dr. MAURICIO OLIVERA, o quien haga las veces de representante legal de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y al Dr. JUAN DAVID CORREA 
SOLORZANO, o quien haga las veces de representante legal de la Administradora de Fondo de Pensiones 
PROTECCIÓN S.A., a la AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y la 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, por el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación de la demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, al Dr. MAURICIO 
OLIVERA, o quien haga las veces de representante legal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES -COLPENSIONES- y al Dr. JUAN DAVID CORREA SOLORZANO, o quien haga las veces de 
representante legal de la Administradora de Fondo de Pensiones PROTECCIÓN S.A., a la AGENCIA 
NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, que 
para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las prescripciones establecidas en 
el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a 
las allí contempladas, y que deben allegarse los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al 
igual que las pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o 
consecuencias que se encuentren previstas en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 

 
 



 

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 001-31-05-
003-2020-00105-00, instaurada por la señora YULIETH KATHERINE ORELLANOS RUIZ Y OTROS en contra del señor 
DANNY LEONARDO MELO SANDOVAL propietario del establecimiento de comercio NUMERONE, informándole que 
le correspondió por reparto a este Despacho. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 

Sería el caso avocar conocimiento de la presente demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00105-00, instaurada por la señora YULIETH KATHERINE ORELLANOS RUIZ Y OTROS en contra 
del señor DANNY LEONARDO MELO SANDOVAL propietario del establecimiento de comercio NUMERONE, sino se 
observara que este Juzgado carece de competencia en razón a la cuantía, de conformidad con lo establecidoen el 
artículo 12 del C.P.T.S.S., modificado por el artículo 46 de la Ley 11395 de 2.010, el cual dispone que “Los jueces 
laborales de circuito conocen en única instancia de los negocios cuya cuantía exceda del equivalente a veinte (20) veces 
el salario mínimo legal mensual vigente, y en primera instancia de todos los demás.” 

En este caso, la parte demandante pretente que se condene al pago de aportes pensionales no cotizados por el 
empleador durante la vigencia de la relación laboral desde el 2017 hasya el 24 de octubre de 2019, por lo que al hacer 
el cálculo actuarial respectivo, este arrojaría una suma inferior a los 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
conforme la siguiente liquidación: 

CÁLCULO DE LA RESERVA ACTUARIAL A LA FECHA DE CORTE. 

  AÑO *MES DÍA   

Fecha de nacimiento: 
1981 10 22 Sexo (F, para femenino, M, para masculino): M 

Fecha a validar Desde : 2017 01 01 Tiempo a validar en años (t): 2.8139 

Fecha a validar Hasta : 2019 10 24 Numero de años cumplidos a 1994 13 

Edad Base: 36 

Edad de Referencia: 62 

Diferencia entre edades ajustadas a 1994 
(n): 27 

Salario Base del año hasta donde se valida: $ 828,116 
Índice Salario Medio  a la edad de 

referencia: 2.428355 
Índice Salario Medio  a la edad Base: 2.777921 

Salario de Referencia (SR):  $ 723,908 
(n+t) x 52 1550 

Pensión de Referencia PR): 
$ 828,116 

  
  

Auxilio Funerario (AF): $ 4,140,580.00 
Factor de Capital (F1): 220.4778 

Factor de Aux. Funerario (F2): 0.5997 

**F3=[(1.03)t-1] / [(1.03)n+1-1]: 0.0673427 

Valor Reserva Actuarial  a Fecha de corte: 
 ( PR x F1 + AF x F2) x F  $                                                                                        12,462,730  



 

 

 
  
 

 
En tal sentido, se hace procedente dar aplicación a lo indicado en el artículo 90 del C.G.P., para lo cual se 
rechazará la demanda por falta de competencia y se remitirá la misma junto con sus anexos a la Oficina 
Judicial, para que sea repartida entre los a los juzgados municipales de pequeñas causas laborales de 
Cúcuta. 
 
En mérito a lo expuesto, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 
     R E S U E L V E  
 
1º.-RECHAZAR por falta de competencia por razón de la jurisdicción, la demanda promovida por la señora 
YULIETH KATHERINE ORELLANOS RUIZ Y OTROS en contra del señor DANNY LEONARDO MELO 
SANDOVAL propietario del establecimiento de comercio NUMERONE, por las razones arriba expuestas. 
 
2º.-REMITIR la demanda junto con sus anexos a la Oficina Judicial para que sea repartida entre los juzgados 
municipales de pequeñas causas laborales de Cúcuta. Líbrese el oficio respectivo, dejando constancia de 
su salida en los libros radicadores y en el sistema. 
 
3º.-RECONOCER personería a la doctora ROSA MARÍA QUINTERO ALBA, como apoderada de la parte 
actora, en la forma y términos del poder conferido. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 

 
 



Radicado No. 54- 001-31-05-003-2020-00111-00 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo 
el No. 54- 001-31-05-003-2020-00111-00, instaurada por la señora HEIDY MARITZA CAICEDO 
OVALLE en contra de la EMPRESA AR LOS RESTREPOS S.A.S. y solidariamente en contra 
COOMEVA E.P.S. S.A. y SURA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., informándole que le correspondió 
por reparto a este Despacho. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario 
PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE SUBSANACIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que 
no hay lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada 
bajo el No. 54- 001-31-05-003-2020-00111-00, toda vez que no cumple con los requisitos 
establecidos en los artículos 25, 26 y 27 del C.P.T.S.S; por lo siguiente: 
 

1. El poder aportado resulta insuficiente, en la medida que el mismo fue otorgado 
únicamente para demandar a la la EMPRESA AR LOS RESTREPOS S.A.S.,  pero no para 
demandar en forma solidariaA COOMEVA E.P.S. S.A. y SURA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. 
 

2. No cumple con el requisito exigido por el artículo 25A del CPTSS, respecto al 
planteamiento de pretensiones excluyentes como principales y subsidiarias, debido a que 
reclama indististamente el reintegro, que implica la continuidad del contrato, y la 
indemnización por despido y la indemnización moratoria de los artículos 64 y 65 del CST, 
los cuales suponen la finalización del vínculo; a su vez, la sanción moratoria, intereses 
moratorios e indexación que son incompatibles.  

 
Consecuente con lo anterior, se hace procedente su inadmisión, concediéndose a la parte 
demandante, un término de cinco (5) días, a efectos de que subsane la irregularidad señalada, so 
pena de rechazo. Por lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta,  
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería al doctor JOSÉ CONSTANTINO CARILLO PÉREZ, como apoderado de 
la parte demandante, en la forma y términos del poder conferido. 
 
2. DECLARAR inadmisible la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de la presente 
providencia.  
 
3. CONCEDER un término de cinco (5) días, a la parte demandante, para que subsane la 
irregularidad anotada, so pena se rechace la misma.  
 
4. ORDENAR a la parte actora presentar una nueva demanda, en la que ya quede corregida la 
irregularidad señalada. 



Radicado No. 54- 001-31-05-003-2020-00111-00 

 
5º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el 
canal oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación 
de memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
6º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, 
anexando copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo 
XXI; conforme lo establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo 
PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020. 
 
7º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los 
correos electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de 
datos del Despacho, con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 7º del Decret0 806 de 2020. 
 
8º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico 
de las partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas 
tengan acceso a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 



 

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 001-
31-05-003-2020-00163-00, instaurada por el señor LUIS ANTONIO AMADO en contra del CONSORCIO PIPELINE 
MAITENACE ALLINACE informándole que le correspondió por reparto a este Despacho. Sírvase disponer si hay 
lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que no hay lugar 
a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 001-31-05-
003-2020-00163-00, toda vez que no cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 27 del 
C.P.T.S.S., conforme lo siguiente: 
 
La implementación de la Ley 1149 de 2.017, que le dio un carácter definitivamente oral al proceso laboral, exige 
que la demanda, entendida como el acto inicial más importante del proceso, dado que determina el campo 
fáctico y jurídico dentro del cual se definirá la competencia del Juez, y los hechos y pretensiones respecto los 
cuales ejercerá se derecho a la defensa y contradicción el sujeto pasivo de la acción, debe cumplir estrictamente 
con los requisitos formales consagrados en los artículos 25, 26 y 27 del C.P.T.S.S., modificados por los artículos 
12, 13, 14 y 15 de la ley 712 de 2.001.  
 

1. La demanda se presenta en contra del CONSORCIO PIPELINE MAITENACE ALLINACE, sin embargo, 
este carece de personería jurídica, por ello, la demanda debe impetrarse en contra de las personas 
naturales y/o jurídicas que lo integran; es decir, que en este caso no basta ennunciar que este está 
conformado por las empresas MECÁNICOS ASOCIADOS S.A.S., ICA DE MÉXICO S.A.S. (CONSORCIO 
PMA, MASA, ICAMEX).  
 

2. No cumple con lo expuesto en el numeral 7 del artículo 25 del C.P.T.S.S., modificado por el artículo 12 
de la Ley 712 de 2.001, toda vez que en la demanda se deben expresar los hechos y omisiones que sirvan 
de fundamento a las pretensiones debidamente clasificados y enumerados; este requisito permite que 
en la contestación de la demanda sea clara y precisa facilita la fijación del litigio, el debate probatorio 
y la aplicación de ciertas figuras jurídicas, tales como, la confesión ficta. Por lo tanto, los hechos deben 
expresarse de forma clara y precisa, de manera que cada hecho contenga una sola afirmación o no 
describa más de una situación fáctica, no se deben plantear apreciaciones subjetivas ni de contenido 
normativo, ni tampoco plantear pretensiones. 
 
- En el hecho 1º, 2º, 3º, 10º, 12º, 13º, 15º,  incluye más de dos situaciones fácticas, de modo que el 

planteamiento de los hechos no es concreto y especifíco, lo que dificulta la contestación de los 
mismos y la fijación del litigio. 
 

- En el numeral 6º no se planteó ningún hecho.  
 
Consecuente con lo anterior, se hace procedente su inadmisión, concediéndose a la parte demandante, un 
término de cinco (5) días, a efectos de que subsane la irregularidad señalada, so pena de rechazo. Por lo 
anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta,  
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería al doctor JOSÉ ALEJANDRO RODAS NIÑO, como apoderado de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 



 

 

 
2. DECLARAR inadmisible la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.  
 

3. CONCEDER un término de cinco (5) días, a la parte demandante, para que subsane la irregularidad anotada, 
so pena se rechace la misma.  
 
4. ORDENAR a la parte actora presentar una nueva demanda, en la que ya quede corregida la irregularidad 
señalada. 
 
5º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal oficial 
de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; 
por ello, ese es el único medio válido para la presentación de memoriales y comunicaciones dirigidos al 
proceso.  
 
6º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando copias 
de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo establece el 
artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020. 
 
7º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, con 
el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 7º del 
Decret0 806 de 2020. 
 
8º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las partes, 
remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso a este; 
dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 



1 
 

 
RAMA JUDICIAL  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 
 

INCIDENTE DE DESACATO 
 

RAD. JUZGADO:   54-001-31-05-003-2020 - 00227-00 
ACCIONANTE:    BEATRIZ AMPARO MUÑOZ DE VARGAS 
ACCIONADO:  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES Y OTRO 

 
DECISIÓN  

 
Procede el Despacho a decidir la solicitud presentada por la DIRECTORA DE GESTION JUDICIAL 
FIDUPREVISORA S.A.  y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE CÚCUTA, mediante la cual 
solicita que se deje sin efecto la sanción por desacato impuesta mediante providencia del 26 de 
noviembre de 2020,  de acuerdo a lo siguiente: 
   

1. CONSIDERACIONES 
 
De acuerdo al memorial enviado por correo electrónico la DIRECTORA DE GESTION JUDICIAL 
FIDUPREVISORA S.A.  y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE CÚCUTA UTA informan que se 
ha dado cumplimiento a la sentencia de tutela en la cual se ordenó a la primera de las mencionada, la 
aprobación o desaprobación del  proyecto administrativo y posterior envío a la Secretaria de Educación 
Municipal a quien se le ordenó elaborar el acto administrativo y proferir el correspondiente acto 
administrativo del ajuste pensional de la accionante.  
 
Previamente a decidir sobre la solicitud planteada por las accionadas FIDUPREVISORA S.A.  y  LA 
SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPAL DE CUCUTA, debe referirse este Despacho a la posibilidad 
de no ejecutar o dejar sin efectos sanciones por desacato, teniendo en cuenta que la finalidad del trámite 
incidental no es meramente sancionatoria, sino que en realidad es un mecanismo coercitivo que busca 
hacer efectiva la protección de los derechos fundamentales que fueron objeto de la sentencia. 
 
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia  Sala de Casación Penal, en la sentencia STP 1462 de 2015, explicó 
que en el trámite de la acción de tutela las decisiones que producen efectos de cosa juzgada son las 
sentencias que se dicten, por lo que el juez de conocimiento en el trámite del cumplimiento o desacato 
de las mismas conserva la competencia para adoptar las decisiones encaminadas a lograr una protección 
efectiva de los derechos tutelados: 
 

“Del incidente de desacato – la sanción -. 
 

A voces del art. 28 de la Constitución, nadie puede ser sometido a arresto sino en virtud de 
mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo 
previamente definido en la ley.  

 
El derecho fundamental al debido proceso, acorde con el artículo 29 ídem, comprende la 

prerrogativa de que nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
ante juez o tribunal competente y con observancia de las formas propias de cada juicio. 

 
Así mismo, el debido proceso entraña la garantía de que toda persona se presume inocente 

mientras no se la haya declarado judicialmente culpable.  
 
Ahora bien, según el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, la persona que incumpliere una orden 

judicial proferida en el marco de una acción de tutela, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta 
de seis meses y multa hasta de veinte salarios mínimos mensuales, sin perjuicio de las sanciones penales 
a que hubiere lugar. 
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La sanción, prosigue la norma, será impuesta por el mismo juez por trámite incidental y será 
consultada al superior jerárquico, quien decidirá en los tres días siguientes si debe revocar la sanción. 

 
Ha de subrayarse, igualmente, que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el incidente 

de desacato no tiene como finalidad la imposición de una sanción, pues lo que sustancialmente interesa 
es que la orden de proteger derechos fundamentales del demandante se cumpla, sin perjuicio de que en 
ocasiones el incumplimiento del fallo comporte sancionar al funcionario renuente a satisfacer una orden 
clara, precisa y exigible, dadas las circunstancias del caso. 
 

Entendido el alcance de la decisión que asume el juez constitucional, como la manifestación clara 
y expresa frente a la protección inmediata de derechos fundamentales, deviene razonable señalar que 
en la consulta en el incidente de desacato tiene por objeto determinar si en verdad existió 
desobedecimiento caprichoso a la orden de tutela, que lo será si ese proceder no está rodeado de 
circunstancias que imposibiliten o impidan cumplir inmediatamente el fallo de tutela, si existe dolo o 
negligencia grave o propósito deliberado de no someterse a la decisión que ampara los derechos 
fundamentales, resultando ajustada a derecho la conducta en los supuestos contrarios, o cuando se 
evidencia buena fe e intención de acatar la ley y satisfacer el objeto de la acción pública, pues se trata de 
sancionar con prisión o multa las arbitrariedades debidamente comprobadas de los accionados, 
entendiendo que en estos casos está proscrita la responsabilidad objetiva.  
 

Hay que diferenciar el objeto del incidente de desacato con el del incidente de cumplimiento del 
amparo de tutela.  A este respecto, la Corte Constitucional en sentencia CC T-632/06, hizo las siguientes 
precisiones: 

 
Como ha señalado esta Corporación en diversas oportunidades1, de acuerdo con los artículos 23 

y 27 del Decreto 2591 de 1991, corresponde a los jueces que conocen en primera instancia de los procesos 
de tutela velar por el cumplimiento de los fallos que se profieran dentro de los mismos, así estos hayan 
sido dictados en segunda instancia o por la Corte Constitucional en sede de revisión.  

 
En este orden de ideas, dicho funcionario mantiene la competencia hasta tanto se dé cabal 

cumplimiento a la orden impartida y cese la vulneración de los derechos fundamentales del demandante, 
o desaparezcan las causas de amenaza de los mismos (artículo 27 ibídem). 

 
El juez debe entonces analizar en cada caso si se ha dado cumplimiento a la orden impartida, en 

los términos y dentro de los plazos previstos en la respectiva decisión. Si el funcionario encargado de 
cumplir lo ordenado no lo hace, el juez debe dirigirse a su superior y requerirlo para que haga cumplir al 
inferior la orden e inicie el proceso disciplinario respectivo. Si pasadas 48 horas el superior tampoco 
procede como le indica el juez, éste puede adoptar todas las medidas necesarias para lograr el 
cumplimiento de la providencia (artículo 27 ibídem).  

 
Entre dichas medidas se encuentran, por ejemplo, la facultad de decretar y practicar pruebas y 

de ajustar las órdenes dictadas para lograr la efectiva protección del derecho tutelado. Ciertamente, 
dado que el juez de primera instancia mantiene las facultades y obligaciones constitucionales que le son 
otorgadas en la etapa del juzgamiento, está facultado –incluso obligado- para ejercer su actividad 
probatoria a fin de establecer si se ha dado cumplimiento a la orden impartida y para asegurar la efectiva 
protección a los derechos fundamentales de los peticionarios.2 Además, como se indicó en la sentencia 

 
1 Ver en este sentido el auto A-136A de 2002 y las sentencias T-458 de 2003, T-744 de 2003, SU-1158 de 2003, T- 368 
de 2005, entre otras. En particular, en el primer auto, la Sala Plena de la Corte expresó sobre este punto: 
“En Conclusión, la Sala encuentra que el juez de primera instancia (singular o plural), que haya conocido el trámite de 
tutela, es en todo caso el competente para conocer del trámite incidencial por desacato. Esta interpretación tiene 
fundamento en los siguientes aspectos: (i) Obedece a una interpretación sistemática del decreto 2591 de 1991, (ii) genera 
claridad en términos de seguridad jurídica, al desarrollar el principio de igualdad en los procedimientos judiciales, (iii) esta 
en armonía con el principio de inmediación del trámite de tutela y, (iv) protege la eficacia de la garantía procesal en que 
consiste el grado jurisdiccional de consulta.” M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
2 Ver al respecto el auto A-166A de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. Mediante esta providencia, la Corporación 
ofició al juzgado que conoció en primera instancia del asunto que terminó con la sentencia T-677 de 2004, y a la entidad 
demandada, para que informaran sobre las actividades desplegadas para dar cumplimiento al fallo referido. 
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086 de 20063, tiene la facultad de ajustar y complementar las órdenes emitidas, a fin de garantizar el 
goce efectivo del derecho involucrado.4 

 
Ahora bien, la obligación de velar por el cumplimiento de las decisiones de tutela no se identifica 

con el trámite del incidente de desacato. En efecto, el incidente de desacato -regulado en los artículos 27 
y 52 ibídem- es un trámite de carácter coercitivo y sancionatorio previsto por la normativa para 
determinar la responsabilidad subjetiva del encargado de cumplir la orden y su superior jerárquico -en la 
hipótesis antes analizada-, y para castigar su incumplimiento por negligencia comprobada. Se trata de 
una de las herramientas de las que dispone el juez para lograr el cumplimiento, pero que no siempre lo 
garantiza.5 

 
Es por ello que éste puede promoverse paralelamente a la presentación de la solicitud de 

cumplimiento, y su trámite no desplaza la obligación del juez de hacer cumplir el fallo. Es más, el incidente 
de desacato puede ser tramitado o no por el juez que verifica el cumplimiento, mientras que éste no 
puede abstenerse de hacer cumplir la decisión.6 Además, el trámite del cumplimiento no es un 
prerrequisito para el trámite del desacato, ni el trámite del desacato es la vía para el cumplimiento.7 Se 
trata de dos figuras distintas que si bien pueden concurrir, no son sustituibles.  

 
(…) 
 
2. Límites, facultades y deberes del juez en torno al incidente de desacato. 
 
El incidente de desacato es un instrumento procesal con el cual se busca verificar « (1) a quién 

estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) el alcance de la misma»; (4) 
la exigibilidad y posibilidad de cumplimiento. 

 
De manera excepcional ha contemplado la jurisprudencia constitucional, la posibilidad de que el 

juez que resuelve el incidente de desacato pueda proferir órdenes adicionales a las que inicialmente se 
impartieron o introducir ajustes a las mismas, respetando eso sí, el alcance de la protección 
constitucional y el principio de la cosa juzgada, bajo los siguientes lineamientos, expuestos por la Corte 
Constitucional en decisión CC T-086/03, así: 

 
(1) La facultad puede ejercerse cuando debido a las condiciones de hecho es necesario modificar 

la orden, en sus aspectos accidentales, bien porque: 
 
(a) la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental tutelado, o lo 

hizo en un comienzo pero luego devino inane; 
 
(b) porque implica afectar de forma grave, directa, cierta, manifiesta e inminente el interés 

público o 
 
(c) porque es evidente que lo ordenado siempre será imposible de cumplir. 
 
(2) La facultad debe ejercerse de acuerdo a la siguiente finalidad: las medidas deben estar 

encaminadas a lograr el cumplimiento de la decisión y el sentido original y esencial de la orden impartida 
en el fallo con el objeto de asegurar el goce efectivo del derecho fundamental tutelado. 

 

 
3 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. En esta sentencia la Corte se ocupó de la revisión de la acción de tutela promovida 
por una ciudadana contra la Sala Civil y de Familia del Tribunal Superior de Cartagena, por haber incurrido presuntamente 
en una vía de hecho al revocar, en sede de consulta, la declaración de desacato proferida por el juez que en primera 
instancia había conocido de una tutela previa presentada por ella misma, contra la Alcaldía de Cartagena, CASDIQUE y 
Lime S.A. El tribunal accionado había revocado el auto que dio fin al incidente de desacato porque, a su juicio, los 
demandados no habían podido dar cumplimiento a la sentencia de tutela por razones ajenas a su voluntad. Además, fijó 
un nuevo plazo para que estas entidades cumplieran lo ordenado. En el caso concreto, la Corte encontró que el derecho 
de la accionante al debido proceso había sido vulnerado por el despacho accionado, al modificar la orden dictada en el 
fallo de tutela y reducir su margen de protección, sin que se introdujera una medida compensatoria de forma paralela. Por 
esta razón, concedió el amparo parcialmente y ordenó la fijación de dicha medida. 
4 Tales modificaciones, según la sentencia referida, pueden ser realizadas por la diferencia que existe entre la decisión de 
tutelar un derecho y la orden que se imparte para el efecto. Sobre los eventos en que es posible introducir estas 
modificaciones, consultar el texto de la sentencia aludida. Por otras parte, en la sentencia SU-1198 de 2003, M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra, la Corte enunció otras medidas que, en casos particulares, el juez que verifica el cumplimiento 
puede adoptar. 
5 Ver en este sentido las sentencias T-458 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-744 de 2003, M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra, T- 465 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Treviño y T- 939 de 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, 
entre otras. 
6 Ver en este sentido la sentencia T-942 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
7 Ver al respecto la sentencia T-458 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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(3) Al juez le es dado alterar la orden en sus aspectos accidentales, esto es, en cuanto a las 
condiciones de tiempo, modo y lugar, siempre y cuando ello sea necesario para alcanzar dicha finalidad. 

 
(4) La nueva orden que se profiera, debe buscar la menor reducción posible de la protección 

concedida y compensar dicha reducción de manera inmediata y eficaz. 
 

Importante resulta precisar, que la Corte Constitucional en la sentencia proferida en la tutela 
086 de 2003, concretó cuál era la decisión que hacía tránsito a cosa juzgada y por ende, qué aspectos no 
adquirían esta naturaleza y podían ser modificados.  Esta situación fue explicada por la citada 
Corporación así: 

 
3.1. La misión primordial que la Constitución encomienda al juez de tutela es decidir si en cada 

caso concreto el derecho invocado por el accionante ha sido violado o amenazado y, en caso de que así 
sea, es su deber tutelarlo y, en consecuencia, tomar las medidas necesarias para que cese la violación o 
la amenaza. Entonces, se pueden distinguir dos partes constitutivas del fallo: la decisión de amparo, es 
decir, la determinación de si se concede o no el amparo solicitado mediante la acción de tutela, y la orden 
específica y necesaria para garantizar el goce efectivo del derecho amparado. El principio de la cosa 
juzgada se aplica en términos absolutos a la primera parte del fallo, es decir, a lo decidido. Por lo tanto, 
la decisión del juez de amparar un derecho es inmutable y obliga al propio juez que la adoptó Como la 
orden es consecuencia de la decisión de amparo y su función es la de asegurar el goce efectivo del derecho 
en el contexto fáctico particular de cada caso, los efectos de la cosa juzgada respecto de la orden 
específica tienen unas características especiales en materia de acción de tutela. Las órdenes pueden ser 
complementadas para lograr “el cabal cumplimiento” del fallo dadas las circunstancias del caso concreto 
y su evolución. Tal fue la determinación del legislador extraordinario, quién definió en el propio estatuto 
de la acción de tutela (Decreto 2591 de 1991) que el juez no pierde la competencia, y está facultado a 
tomar las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de la decisión, es decir, proteger el derecho 
fundamental afectado. Dice el decreto: 

 
“Artículo 27.- Cumplimiento del fallo.  Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad 

responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.  
 

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del 
responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento 
disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenará abrir proceso contra el 
superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas 
para el cabal cumplimiento del mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior 
hasta que cumplan su sentencia. 

 
(…) 

 
En todo caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá 

la competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la 
amenaza.” (acento fuera del texto). 

 
En la misma providencia de marras, advirtió la Corte que la labor del juez constitucional no 

termina con el proferimiento de la sentencia, sino con el cumplimiento del amparo, de lo cual debe estar 
atento sobre todo en situaciones complejas, tal es el caso, para usar las propias palabras de la citada 
Corporación, de los procesos en donde «varias autoridades administrativas», tienen que intervenir para 
«salvaguardar el goce efectivo del derecho», lo que es aplicable cuando la entidad administrativa tiene 
dependencias que cumplen trámites en varios lugares del país.  Por ello sobre el alcance de las potestades 
del juez de tutela se precisó en el susodicho fallo:  

 
La variedad de órdenes y actores que deben realizarlas, o la complejidad de las tareas impuestas, 

que pueden suponer largos procesos al interior de una entidad, obligan al juez de tutela a ser ponderado 
al momento de concebir el remedio, ordenarlo y vigilar su cumplimiento. 
 

También la Corte Constitucional en la susodicha providencia admitió que el juez que haya 
conocido en segunda instancia de la tutela, tiene competencia en el trámite de la consulta para 
complementar o ajustar las órdenes impartidas en el trámite de la acción constitucional.  

 
En estos términos se pronunció la Corporación citada: 

 
Por tanto, considera la Sala que el juez encargado de resolver la consulta en un incidente por 

desacato, puede complementar o ajustar las órdenes impartidas, cuando tiene competencia para ello, 
por haber sido juez de primera o segunda instancia dentro del proceso;  ha comprobado que tal 
modificación a las órdenes originalmente impartidas es indispensable para asegurar el goce efectivo del 
derecho amparado en la sentencia;  y existe una relación directa entre el objeto del proceso de desacato 
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y la necesidad de adoptar medidas adicionales para que dadas las circunstancias del caso concreto el fallo 
sea cumplido." 
 
En consideración a lo expuesto y ateniendo a la naturaleza del incidente de desacato, el cual  tiene como 
objetivo coaccionar para el cumplimiento de una sentencia de tutela, más no imponer una sanción 
punitiva ni reivindicatoria, debe concluirse que, si una vez se declaró el desacato y se emitió la 
correspondiente orden de arresto y multa, el responsable demuestra que acató la sentencia  y le dio 
cumplimiento a cabalidad, carece de objeto y sentido ejecutar la orden de arresto, dado que el fin no es 
la sanción en sí misma sino el cumplimiento del fallo que tuteló determinados derechos. 
  
De acuerdo con lo anterior, se ha podido constatar, desde el punto de vista de la responsabilidad 
subjetiva y objetiva, la gestión realizada por entidad accionada FIDUPREVISORA S.A.  y  LA 
SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPAL DE CUCUTA para dar cumplimiento al amparo concedido a 
la señora BEATRIZ AMPARO MUÑOZ DE VARGAS, al proferir la Resolución No. 0577 de fecha 04 de 
diciembre de 2020. Mediante la cual se reconoce a la referida señora un reajuste pensional, para lo 
cual aporta el referido acto administrativo. 
 
Por lo anterior, no sería procedente hacer efectiva la sanción de desacato impuesta por este 
Despacho el día 26 de noviembre de 2020, pues tal como lo ha establecido la Honorable Corte 
Constitucional en sentencias T-459 de 2003, T-171 de 2009 y T-123 de 2010, entre otras, “la finalidad del 
desacato no es la sanción en sí misma, sino que su finalidad es efectivizar, a través del ejercicio de la 
potestad sancionatoria del juez, un poder coercitivo para conseguir el cumplimiento de las sentencias de 
tutela”.   
 
En síntesis, el Despacho ha constatado el cumplimiento de la orden proferida en el fallo de tutela de 
fecha 08 de septiembre de 2020, por cuya razón, no se hará efectiva la sanción impuesta por 
desacato. 
 
Por las anteriores consideraciones, el Juzgado 
 

RESUELVE 
 

1. INEJECUTAR la sanción por desacato impuesta al Dr. JAIME  ABRIL  MORALES, Vicepresidente  
del  FONDO  DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –FIDUPREVISORA S.A., o quien lo 
sea o haga sus veces., en el proveído dictado por este Despacho el día veintiséis (26) de 
noviembre de dos mil veinte (2020), en el trámite incidental de desacato de la referencia por 
cuanto esta autoridad ha dado cumplimiento a la orden impartida en la parte resolutiva del fallo 
de tutela proferido por este Despacho el día ocho (08) de septiembre de dos mil veinte (2020), 
de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

2. NOTIFICAR por el medio más expedito al accionante, los accionados y el Defensor del Pueblo.   
3. ARCHIVAR el presente incidente.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez  

 
 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 



 

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de 2021 
 

Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00239-00, instaurada por la señora MARÍA RESURRECCIÓN LIZCANO SANTAFÉ contra 
la sociedad CARBOMAX DE COLOMBIA S.A.S. y el señor RICHARD JHON JAIRO AREVALO QUINTERO, 
informándole que la parte demandante presentó dentro de la oportunidad legal, escrito de subsanación 
de la demanda. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario 
PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de 2021 
 

Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad de este, se considera que hay lugar 
a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 001-31-
05-003-2020-00239-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 27 del 
C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 
 

1. ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por la señora MARÍA 
RESURRECCIÓN LIZCANO SANTAFÉ contra la sociedad CARBOMAX DE COLOMBIA S.A.S. y el 
señor RICHARD JHON JAIRO AREVALO QUINTERO. 
 

2. ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 

 
3. ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio al señor RICHARD JHON JAIRO 

AREVALO QUINTERO, y al señor HOMERO GÓMEZ ANAYA en su condición de representante legal 
de la sociedad CARBOMAX DE COLOMBIA S.A.S., o por quien haga sus veces, para lo cual se 
deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las 
notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la 
providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre 
el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso 
físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo 
medio.” 

 
4. ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad 

del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio 
suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la 
obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones 
remitidas a la persona por notificar.”, en cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del 
artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 

 
5. ADVERTIR que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días 

hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente 
al de la notificación, según l estipuló el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 

 
6. ORDENAR correr traslado de la presente demanda al señor RICHARD JHON JAIRO AREVALO 

QUINTERO, y al señor HOMERO GÓMEZ ANAYA en su condición de representante legal de la 
sociedad CARBOMAX DE COLOMBIA S.A.S., o por quien haga sus veces,, por el término de diez 
(10) días contados a partir de la notificación de la demanda, de conformidad con lo indicado en el 
Art. 74 del C.P.L. 



 

 

 
7. ORDENAR al señor RICHARD JHON JAIRO AREVALO QUINTERO, y al señor HOMERO GÓMEZ 

ANAYA en su condición de representante legal de la sociedad CARBOMAX DE COLOMBIA S.A.S., 
o por quien haga sus veces, que para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse 
íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en 
consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben 
allegarse los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que las pruebas 
anticipadas que se encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias 
que se encuentren previstas en esa normativa. 

 
8. ADVERTIR a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 

allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 
 

9. ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el 
canal oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación 
de memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 

 
10. NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, 

anexando copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo 
XXI; conforme lo establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo 
PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020. 

 
11. AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 

electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del 
Despacho, con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 7º del Decret0 806 de 2020. 

 
12. REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el 

término de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces 
respectivos para la realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 

 
13. ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de 

las partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas 
tengan acceso a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de 2021 
 

Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00240-00, instaurada por la señora MYRIAM CECILIA SERRANO BONILLA contra la ESE 
HOSPITAL CENTRO, informándole que la parte demandante presentó dentro de la oportunidad legal, 
escrito de subsanación de la demanda, pero el archivo que remitió como adjunto a una plataforma One 
Drive no es posible abrirlos ya que arroja un mensaje de “No se puede acceder al sitio”. Sírvase disponer 
si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario 

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de 2021 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad de este, se observa que al intentar 
abrir el archivo denominado “DEMANDA Y PRUEBAS SUBSANADA” adjunto en la plataforma One Drive, 
arroja el siguiente mensaje: 
 

 “No se puede acceder a este sitio. Es posible que la página web 
en https://attachment.outlook.live.net/owa/MSA%3Amarn24%40hotmail.com/service.svc/s/GetRefer
enceAttachment?attachmentId=AQMkADAwATY3ZmYAZS04YmZiLTExADdiLTAwAi0wMAoARgAAA
8H%2Bx0u5KkpAumNUh3pJzoYHAFWYcDs9achJv9vVQ6dHg9wAAAIBDAAAAFWYcDs9achJv9vVQ6d
Hg9wABE87HZEAAAABEgAQAEdPHtcVx11CigVU0Kr7kV8%3D&location=https%3A%2F%2Fna01.safelink
s.protection.outlook.com%2F%3Furl%3Dhttps%253A%252F%252F1drv.ms%252Fb%252Fs!AgUZY9O4qOOq
1VwEFymAOatmAx2_%26amp%3Bdata%3D04%257C01%257C%257C9afd9c8af5c94d810e2308d8b93de5
97%257Cb87285ed73394365a7091933e89cc936%257C1%257C0%257C637463022790897797%257CUnkno
wn%257CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%2
53D%257C1000%26amp%3Bsdata%3DGaoVCAmxUVMoxV12L0CZOJYHt2Z%252F3zY9D2Gs6mBjPQw%253
D%26amp%3Breserved%3D0&permissionLevel=2&isc=1&token=eyJhbGciOiJSUzI1NiIsImtpZCI6IjMwOD
E3OUNFNUY0QjUyRTc4QjJEQjg5NjZCQUY0RUNDMzcyN0FFRUUiLCJ0eXAiOiJKV1QiLCJ4NXQiOiJNSUY1
emw5TFV1ZUxMYmlXYTY5T3pEY25ydTQifQ.eyJvcmlnaW4iOiJodHRwczovL291dGxvb2subGl2ZS5jb20i
LCJ1YyI6IjEyY2M4ZmVmMWY4ZDRjNWU5NjA1N2Y1MjZjMzU1Y2JjIiwidmVyIjoiRXhjaGFuZ2UuQ2FsbGJ
hY2suVjEiLCJhcHBjdHhzZW5kZXIiOiJPd2FEb3dubG9hZEA4NGRmOWU3Zi1lOWY2LTQwYWYtYjQzNS1h
YWFhYWFhYWFhYWEiLCJpc3NyaW5nIjoiV1ciLCJhcHBjdHgiOiJ7XCJtc2V4Y2hwcm90XCI6XCJvd2FcIixc
InB1aWRcIjpcIjE4Mjk1ODExMDcxNzE3MDdcIixcInNjb3BlXCI6XCJPd2FEb3dubG9hZFwiLFwib2lkXCI6XCI
wMDA2N2ZmZS04YmZiLTExN2ItMDAwMC0wMDAwMDAwMDAwMDBcIixcInByaW1hcnlzaWRcIjpcIl
MtMS0yODI3LTQyNTk4Mi0yMzQ4NDg3MDM1XCJ9IiwibmJmIjoxNjEwNzA1MjQ0LCJleHAiOjE2MTA3M
DU4NDQsImlzcyI6IjAwMDAwMDAyLTAwMDAtMGZmMS1jZTAwLTAwMDAwMDAwMDAwMEA4NGR
mOWU3Zi1lOWY2LTQwYWYtYjQzNS1hYWFhYWFhYWFhYWEiLCJhdWQiOiIwMDAwMDAwMi0wMDA
wLTBmZjEtY2UwMC0wMDAwMDAwMDAwMDAvYXR0YWNobWVudC5vdXRsb29rLmxpdmUubmV0
QDg0ZGY5ZTdmLWU5ZjYtNDBhZi1iNDM1LWFhYWFhYWFhYWFhYSIsImhhcHAiOiJvd2EifQ.Au_2_sA5
HxAmgV_2TfCb5zJOeayXA57rawqcYYPqfEMdksVSPqtH6ZZpJowb9BWQ7MQ8QujPBzra5T1-
n6CGQrEOwqACO_slJNBqzBItgNB8P5gJV-erhRlICKtl5AipKHHPH-
WKn_N9rtVFAfcS3D_rR0lknwCYrXDG7d8fcEwO4nPSJZkaw-
DY7bLMtzGbwVtiMx8HyDH2NqmsAy1jMV1Sck9ud5jJYNPz0Cr2w293fCf2k_pcBYqwcmgG8OfMP7dc8H
TjFYV28PLZAQvNJKNNRV4M-nl6OlIywfLwDwTOovnaOV4QCh6GWlM9BhA9x5V_XetH-
K8_FFkHwHUL-w&X-OWA-
CANARY=xU7P6CAQLUC6jRF8sdz4ahCjAew9udgYph51KnkwXymC7cFdCybaeCXo_feOXAxrKMq20kF-
g00.&owa=outlook.live.com&scriptVer=20210103002.07 no funcione temporalmente o se haya 
trasladado de manera permanente a una nueva dirección web.”  

 
Como consecuencia de ello, en virtud de la facultad consagrada en el artículo 40 del CPTSS y adoptar 
medidas que permitan superar los inconvenientes tecnólogicos que se presenten en la aplicación del 
Decreto 806 de 2020, en aras de garantizar el ejercicio del derecho de contradicción y defensa, para que  
este no se vea afectado por inconvenientes de acceso al archivo digital, se REQUERIRÁ a la parte 
demandante, para que en el término de tres (3) días remita el mismo a través de un archivo adjunto al 



correo electrónico, y en caso, de enviarlo adjunto a una plataforma de almacenamiento en la nube, 
compruebe las opciones de acceso para terceros, so pena de ser rechazada. 
 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 
 

1. REQUERIR a la parte demandante, para que en el término de tres (3) días remita el mismo a través 
de un archivo adjunto al correo electrónico, y en caso, de enviarlo adjunto a una plataforma de 
almacenamiento en la nube, compruebe las opciones de acceso para terceros, so pena de ser 
rechazada. 
 

2. ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el 
canal oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación 
de memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 

 
3. NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, 

anexando copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo 
XXI; conforme lo establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo 
PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020. 

 
4. AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 

electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del 
Despacho, con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 7º del Decret0 806 de 2020. 

 
5. REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el 

término de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces 
respectivos para la realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 

 
6. ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de 

las partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas 
tengan acceso a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
 

LUCIO VILLÁN ROJAS 
Secretario 

 

2020-00240 



 

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de  dos mil veintiuno (2021)  
 
Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54-
001-31-05-003-2020-00244-00 instaurada a través de apoderado judicial por el señor ORLANDO VARGAS 
RAMIREZ Y OTROS contra la EQUIDAD SEGUROS, JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, 
JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE NORTE DE SANTANDER, CTA EL TRIUNFO, 
LADRILLERA CUCUTA, SALUD TOTAL EPS y la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, informándole que el 
apoderado de la parte demandante presentó el escrito de subsanación de la demanda donde debía 
corregir las irregularidades señaladas en el auto que antecede. Pasa para proveer al respecto. 

El Secretario, 

LUCIO VILLAN ROJAS 
 

PROVIDENCIA AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de  dos mil veintiuno (2021)  

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se hace procedente 
disponer el rechazo de la demanda, como quiera que si bien la parte demandante presentó un escrito 
subsanado de la demanda en el cual excluyó como demandados a la empresa CTA EL TRIUNFO, 
LADRILLERA CUCUTA, SALUD TOTAL EPS, y  la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, respecto a quien se le 
había indicado que no se le había otorgado poder, y que en el nuevo escrito señaló los nombres de los 
representantes legales de las entidades demandadas; no es menos cierto que no cumplió con lo siguiente; 
no cumplió con lo señalado en en el auto anterior, conforme se observa: 
 

1. No se presentó un nuevo poder que se ajustara a lo establecido en el artículo 5º del Decreto 806 
de 2020.  

 
2. No incorporó los documentos que pretende hacer valer como pruebas que fueron relacionados 

en el acápite de anexos, incumpliendo con lo señalado en el artículo 26 del C.P.T.S.S. 
3. Tampoco se le dio cumplimiento a lo establecido en el inciso 3º del artículo 6º del Decreto 806 de 

2020. 
 
Por lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta,  
 

R E S U E L V E 
 

1. RECHAZAR la demanda instaurada a través de apoderado judicial por el señor ARBEY ROLANDO 
RÁMIREZ MARTÍNEZ contra la IGLESIA PENTECOSTAL DIOS ES AMOR EN COLOMBIA, por las 
razones explicadas en la providencia. 

 
2. ARCHIVAR la demanda, previas las anotaciones del caso. 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 
LA JUEZ 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
 
EL SECRETARIO  
 

LUCIO VILLAN ROJAS 



 

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00257-00, instaurada por el señor JORGE SOTO GARAY, en contra de la sociedad 
DEPOSITO DE MADERAS EL PARDILLO S.A.S., informándole que la parte demandante presentó en tiempo 
escrito de subsanación. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario 
 

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 
 

Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo No. 54- 001-
31-05-003-2020-00257-00, toda vez que ha sido subsanada en debida forma; y por tanto, cumple con los 
requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 27 del C.P.L. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 
1º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por el señor JORGE SOTO 
GARAY, en contra de la sociedad DEPOSITO DE MADERAS EL PARDILLO S.A.S.  
 
2º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
3º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, a la señora DIANA ALEXANDRA 
DUARTE RAMIREZ, en su condición de representante legal de la sociedad DEPOSITO DE MADERAS EL 
PARDILLO S.A.S., o por quien haga sus veces, para lo cual se deberá acudir a lo establecido en el artículo 
8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las notificaciones que deban hacerse personalmente 
también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la 
dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad 
del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se 
enviarán por el mismo medio.” 
 
4º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, 
en cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
5º.-ADVERTIR que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda a la señora DIANA ALEXANDRA DUARTE RAMIREZ, 
en su condición de representante legal de la sociedad DEPOSITO DE MADERAS EL PARDILLO S.A.S., o por 
quien haga sus veces, por el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de la demanda, 
de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
7º.-ORDENAR a la señora DIANA ALEXANDRA DUARTE RAMIREZ, en su condición de representante legal 
de la sociedad DEPOSITO DE MADERAS EL PARDILLO S.A.S., o por quien haga sus veces, que para efectos 
de contestar la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del 
C.P.L., debiendo entenderse en consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí 



 

 

contempladas, y que deben allegarse los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que 
las pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias 
que se encuentren previstas en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 
 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00258-00, instaurada por el señor JAVIER BAUTISTA SANDOVAL, en contra de la 
señora SONIA KARIME ORTEGA LEAL, informándole que la parte demandante presentó en tiempo escrito 
de subsanación. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE SUBSANACIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00258-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería a la doctor DARWIN HUMBERTO CASTRO GOMEZ, como apoderado de la 
parte demandante, en la forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por el señor JAVIER BAUTISTA 
SANDOVAL, en contra de la señora SONIA KARIME ORTEGA LEAL. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, a la señora SONIA KARIME ORTEGA 
LEAL, en su condición de demandada, para lo cual se deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del 
Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 
electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de 
previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán por el 
mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda a la señora SONIA KARIME ORTEGA LEAL, en sus 
condición de demandada, por el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de la 
demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 



 
8º.-ORDENAR a la señora SONIA KARIME ORTEGA LEAL, en sus condición de demandada, que para efectos 
de contestar la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del 
C.P.L., debiendo entenderse en consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí 
contempladas, y que deben allegarse los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que 
las pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias 
que se encuentren previstas en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 

 
 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00001-00, instaurada por el señor YONATHAN ANDRÉS FONSECA CARVAJAL en contra 
de la CLÍNICA MÉDICO QUIRÚRGICA S.A.,  informándole que le correspondió por reparto a este Despacho. 
Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

 
PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00001-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería a la doctor MISAEL ZAMBRANO GALVIS, como apoderado de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia promovida por el señor YONATHAN 
ANDRÉS FONSECA CARVAJAL en contra de la CLÍNICA MÉDICO QUIRÚRGICA S.A. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, a la Dra. OLGA LILIANA PINZÓN 
DÍAZ, o quien haga las veces de representante legal de la CLÍNICA MÉDICO QUIRÚRGICA S.A., para lo cual 
se deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las 
notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia 
respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 
realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que 
deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda a la Dra. OLGA LILIANA PINZÓN DÍAZ, o quien haga 
las veces de representante legal de la CLÍNICA MÉDICO QUIRÚRGICA S.A. 



8º.-ORDENAR ORDENAR a la Dra. OLGA LILIANA PINZÓN DÍAZ, o quien haga las veces de representante 
legal de la CLÍNICA MÉDICO QUIRÚRGICA S.A., que para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse 
íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en 
consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben allegarse 
los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que las pruebas anticipadas que se 
encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias que se encuentren previstas 
en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 

 
 



 

 

 
 

 
RAMA JUDICIAL  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

 INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00002-00, instaurada por el señor RAFAEL ÁNGEL MORENO PATIÑO en contra del 
señor JOSÉ SAID ACEVEDO RICO. Igualmente le informo que la parte demandante solicita el Amparo de 
Pobreza. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario  
                                                                          

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00002-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S. 
 
De otra parte, se considera que  se dan los presupuestos que contemplan los artículos 151 y 152 del C.G.P., 
para acceder a la solicitud de amparo de pobreza solicitado por la parte demandante.  
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 
1º.-RECONOCER personería a la doctora PATRICIA RIOS CUELLAR, como apoderada de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 
 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida el señor RAFAEL ÁNGEL 
MORENO PATIÑO en contra del señor JOSÉ SAID ACEVEDO RICO.  
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio al señor JOSÉ SAID ACEVEDO RICO, 
en su condición de demandado, para lo cual se deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 
806 de 2020, el cual dispone que “Las notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán 
efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o 
sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de previa 
citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán por el 
mismo medio.” 
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 



 

 

evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, 
en cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ADVERTIR que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda al señor JOSÉ SAID ACEVEDO RICO, en su condición 
de demandada, por el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de la demanda, de 
conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR al señor JOSÉ SAID ACEVEDO RICO, en su condición de demandada, o por quien haga sus 
veces, que para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las prescripciones 
establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en consecuencia que no se admitirá una 
respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben allegarse los documentos pedidos y relacionados 
en la demanda, al igual que las pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, so pena se apliquen 
las sanciones o consecuencias que se encuentren previstas en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 
 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 

15º.-CONCEDER el amparo de pobreza solicitada por la parte actora, como consecuencia de ello, la 
demandante no estará obligada a prestar cauciones procesales ni a pagar expensas, honorarios de 
auxiliares de la justicia u otros gastos de la actuación, y no será condenado en costas. Así mismo, como la 
demanda fue presentada por la doctora PATRICIA RIOS CUELLAR, en su condición de defensora pública, 
está continuará su designación como tal en el trámite del proceso, ya que dentro sus funciones están las 
de amparar a las personas de escasos recursos económicos y de forma gratuita 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
 Juez  

 
 

LUCIO VILLÁN ROJAS 
Secretario 



 

 

 
 

 
RAMA JUDICIAL  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

 INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00003-00, instaurada por el señor FREDY ANDRÉS LEAL ANGARITA en contra de 
MEDMÓVIL S.A.S. Igualmente le informo que la parte demandante solicita el Amparo de Pobreza. Sírvase 
disponer si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario  
                                                                          

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 

Sería del caso admitir la presente demanda ordinaria laboral, radicada bajo el No. 54-001-31-05-003-2021-
00003-00, si no se observaran las siguientes irregularidades:  

La implementación de la Ley 1149 de 2.017, que le dio un carácter definitivamente oral al proceso laboral, 
exige que la demanda, entendida como el acto inicial más importante del proceso, dado que determina el 
campo fáctico y jurídico dentro del cual se definirá la competencia del Juez, y los hechos y pretensiones 
respecto los cuales ejercerá se derecho a la defensa y contradicción el sujeto pasivo de la acción, debe 
cumplir estrictamente con los requisitos formales consagrados en los artículos 25, 26 y 27 del C.P.T.S.S., 
modificados por los artículos 12, 13, 14 y 15 de la ley 712 de 2.001.  

Al examinar el cumplimiento de los referidos requisitos, se advierte lo siguiente:  

1.-El poder aportado no se encuentra autenticado y tampoco se le dio cumplimiento a lo establecido en 
el artículo 5o del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que:  

“Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir 
mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola antefirma, se presumirán 
auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o reconocimiento. En el poder se 
indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado que deberá coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. Los poderes otorgados por personas inscritas en el 
registro mercantil, deberán ser remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir 
notificaciones judiciales.”  

Consecuente con lo anterior, se hace procedente su inadmisión, concediéndose a la parte demandante, un 
término de cinco (5) días, a efectos de que subsane la irregularidad señalada, so pena de rechazo. Por lo 
anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta,  
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería para actuar a la doctora MARTA ROSA VILLAMIZAR MATOS, como apoderado de 
la parte demandante, en la forma y términos del poder conferido. 
 



 

 

2. DECLARAR inadmisible la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.  
 

3. CONCEDER un término de cinco (5) días, a la parte demandante, para que subsane la irregularidad anotada, 
so pena se rechace la misma.  
 
4. ORDENAR a la parte actora presentar una nueva demanda, en la que ya quede corregida la irregularidad 
señalada. 
 
5º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal oficial 
de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; 
por ello, ese es el único medio válido para la presentación de memoriales y comunicaciones dirigidos al 
proceso.  
 
6º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando copias 
de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo establece el 
artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020. 
 
7º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, con 
el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 7º del 
Decret0 806 de 2020. 
 
8º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las partes, 
remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso a este; 
dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 



 

 

 
 

 
RAMA JUDICIAL  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

 INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 001-
31-05-003-2021-00004-00 instaurada por el señor MARCO ANTONIO ORTEGA ALVERINA en contra de los 
señores CARLOS EUDORO TORRES LIZCANO, YOBANI PÉREZ PEÑARANDA y JOSÉ DEL CARMEN ORTEGA. 
Igualmente le informo que la parte demandante solicita el Amparo de Pobreza. Sírvase disponer si hay lugar a 
admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario  
                                                                          

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

) 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad de este, se considera que hay lugar a 
admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 001-31-05-003-
2021-00004-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 27 del C.P.T.S.S. 
 
De otra parte, se considera que  se dan los presupuestos que contemplan los artículos 151 y 152 del C.G.P., para 
acceder a la solicitud de amparo de pobreza solicitado por la parte demandante.  
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 
1º.-RECONOCER personería a la doctora PATRICIA RIOS CUELLAR, como apoderada de la parte demandante, 
en la forma y términos del poder conferido. 
 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por el señor MARCO ANTONIO 
ORTEGA ALVERINA en contra de los señores CARLOS EUDORO TORRES LIZCANO, YOBANI PÉREZ PEÑARANDA 
y JOSÉ DEL CARMEN ORTEGA.  
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, consagrado 
en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, a los señores CARLOS EUDORO TORRES 
LIZCANO, YOBANI PÉREZ PEÑARANDA y JOSÉ DEL CARMEN ORTEGA, en su condición de demandados, para 
lo cual se deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las 
notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia 
respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 
realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban 
entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.” 
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 



 

 

6º.-ADVERTIR que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación, 
según l estipuló el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda los señores CARLOS EUDORO TORRES LIZCANO, YOBANI 
PÉREZ PEÑARANDA y JOSÉ DEL CARMEN ORTEGA., en su condición de demandada, por el término de diez (10) 
días contados a partir de la notificación de la demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR a los señores CARLOS EUDORO TORRES LIZCANO, YOBANI PÉREZ PEÑARANDA y JOSÉ DEL 
CARMEN ORTEGA., en su condición de demandada, o por quien haga sus veces, que para efectos de contestar 
la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo 
entenderse en consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben 
allegarse los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que las pruebas anticipadas que se 
encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias que se encuentren previstas en esa 
normativa. 
 
9º.-ADVERTIR a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá allegarse 
a más tardar con la reforma a la demanda. 
 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal oficial 
de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por 
ello, ese es el único medio válido para la presentación de memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando copias 
de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo establece el 
artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, con 
el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 7º del 
Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que no lo hubieren hecho, que suministren en el término de dos 
(2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la realización de 
la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las partes, 
remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso a este; 
dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 

15º.-CONCEDER el amparo de pobreza solicitada por la parte actora, como consecuencia de ello, la demandante 
no estará obligada a prestar cauciones procesales ni a pagar expensas, honorarios de auxiliares de la justicia u 
otros gastos de la actuación, y no será condenado en costas. Así mismo, como la demanda fue presentada por 
la doctora PATRICIA RIOS CUELLAR, en su condición de defensora pública, está continuará su designación 
como tal en el trámite del proceso, ya que dentro sus funciones están las de amparar a las personas de escasos 
recursos económicos y de forma gratuita. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
 Juez  

 
 

LUCIO VILLÁN ROJAS 
Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

 INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00005-00, instaurada por el señor PASCUAL DURÁN SOTO en contra de los señores 
GERMAN PORRAS OROZCO, JAIR ORLANDO OLARTE CORDERO y solidariamente con la empresa 
MATERIA GRIS CONCRETOS & CONSTRUCCCIONES S.A.S. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario  
                                                                          

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00005-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería a la doctor ELKIN JACOBO PÉREZ ESCOBAR, como apoderado de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida el señor PASCUAL DURÁN 
SOTO en contra de los señores GERMAN PORRAS OROZCO, JAIR ORLANDO OLARTE CORDERO y 
solidariamente con la empresa MATERIA GRIS CONCRETOS & CONSTRUCCCIONES S.A.S. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio a los señores GERMAN PORRAS 
OROZCO, JAIR ORLANDO OLARTE CORDERO y al señor GERMAN PORRAS OROZCO, en su condición de 
representante legal de la empresa MATERIA GRIS CONCRETOS & CONSTRUCCCIONES S.A.S., para lo cual 
se deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las 
notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia 
respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 
realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que 
deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 



 

 

 
6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda a los señores GERMAN PORRAS OROZCO, JAIR 
ORLANDO OLARTE CORDERO y al señor GERMAN PORRAS OROZCO, en su condición de representante 
legal de la empresa MATERIA GRIS CONCRETOS & CONSTRUCCCIONES S.A.S.,, por el término de diez (10) 
días contados a partir de la notificación de la demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del 
C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR a los señores GERMAN PORRAS OROZCO, JAIR ORLANDO OLARTE CORDERO y al señor 
GERMAN PORRAS OROZCO, en su condición de representante legal de la empresa MATERIA GRIS 
CONCRETOS & CONSTRUCCCIONES S.A.S., que para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse 
íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en 
consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben allegarse 
los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que las pruebas anticipadas que se 
encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias que se encuentren previstas 
en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
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San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Señora Juez, la SOLICITUD DE AMPARO DE POBREZA radicada bajo el No. 54- 001-31-05-
003-2021-00006-00, presentado por el señor JESÚS HERNÁN GELVES SIERRA para iniciar un proceso 
ordinario laboral en contra de PORVENIR S.A., sucesor de la COOPERATIVA MULTIACTIVA SUMIN 
COOPSUMIN, miembros del Consejo de Administración de la Cooperativa, SOCIEDAD DE 
COMERCIALIZACIÓN INTERNACIONAL SOCIEDAD POR ACCIONES SIMPLIFICADAS C.I. EXCOMIN S.A.S. y 
MINAS FORTALEZA NORTE S.A.S. Sírvase disponer sobre su concesión. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario  
                                                                          

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE CONCESIÓN DE AMPARO DE POBREZA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Mediante escrito presentado por el señor JESÚS HERNÁN GELVES SIERRA, solicitó se le conceda Amparo 
de Pobreza, con el fin de iniciar proceso ordinario laboral en contra de PORVENIR S.A., sucesor de la 
COOPERATIVA MULTIACTIVA SUMIN COOPSUMIN, miembros del Consejo de Administración de la 
Cooperativa, SOCIEDAD DE COMERCIALIZACIÓN INTERNACIONAL SOCIEDAD POR ACCIONES 
SIMPLIFICADAS C.I. EXCOMIN S.A.S. y MINAS FORTALEZA NORTE S.A.S. Igualmente ,indicó que requiere 
que se designe como apoderado al Dr.  JULIAN FELIPE RUIZ SIERRA.  
 
Bajo la gravedad del juramento manifestó que no tiene trabajo ni medio de sustento alguno, ni bienes o 
devenga dineros de cualquier tipo que le permitan costear el proceso, así mismo, señaló que no tiene 
dineros que le permitan su congrua subsistencia.  
 
Para resolver dicha petición, el Despacho CONSIDERA: 
 
La figura del amparo de pobreza en desarrollo de los derechos constitucionales de igualdad y acceso a la 
justicia, tiene por objeto asegurar a los pobres la defensa de sus derechos, colocándolos en condiciones 
de accesibilidad a la justicia. En la Legislación Colombiana, lo establece el artículo 151 del Código General 
del Proceso, que establece:  
 

“Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se halle en capacidad de atender los 
gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas 
a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso 
adquirirlo a título oneroso” 

 
De igual manera los artículos 152, 153 y 154 del mismo código señalan:  
 

Artículo 152. Oportunidad, competencia y requisitos. El amparo podrá solicitarse por el presunto 
demandante antes de la presentación de la demanda, o por cualquiera de las partes durante el 
curso del proceso. El solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra en las 
condiciones previstas en el artículo precedente, y si se trata de demandante que actúe por medio 
de apoderado, deberá formular al mismo tiempo la demanda en escrito separado. Cuando se 
trate de demandado o persona citada o emplazada para que concurra al proceso, que actúe por 



 

 

medio de apoderado, y el término para contestar la demanda o comparecer no haya vencido, el 
solicitante deberá presentar, simultáneamente la contestación de aquélla, el escrito de 
intervención y la solicitud de amparo; si fuere el caso de designarle apoderado, el término para 
contestar la demanda o para comparecer se suspenderá hasta cuando éste acepte el encargo.  
 
Artículo 153. Trámite. Cuando se presente junto con la demanda, la solicitud de amparo se 
resolverá en el auto admisorio de la demanda. En la providencia en que se deniegue el amparo se 
impondrá al solicitante multa de un salario mínimo mensual (1 smlmv).  
 
Artículo 154. Efectos. El amparado por pobre no estará obligado a prestar cauciones procesales 
ni a pagar expensas, honorarios de auxiliares de la justicia u otros gastos de la actuación, y no 
será condenado en costas. En la providencia que conceda el amparo el juez designará el 
apoderado que represente en el proceso al amparado, en la forma prevista para los curadores ad 
litem, salvo que aquél lo haya designado por su cuenta.  
 
El cargo de apoderado será de forzoso desempeño y el designado deberá manifestar su 
aceptación o presentar prueba del motivo que justifique su rechazo, dentro de los tres (3) días 
siguientes a la comunicación de la designación; si no lo hiciere, incurrirá en falta a la debida 
diligencia profesional, será excluido de toda lista en la que sea requisito ser abogado y 
sancionado con multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(smlmv). 
 
Si el apoderado no reside en el lugar donde deba tramitarse la segunda instancia o el recurso de 
casación, el funcionario correspondiente procederá en la forma prevista en este artículo a 
designar el que deba sustituirlo. Están impedidos para apoderar al amparado los abogados que 
se encuentren, en relación con el amparado o con la parte contraria, en alguno de los casos de 
impedimento de los jueces. El impedimento deberá manifestarse dentro de los tres (3) días 
siguientes a la comunicación de la designación. Salvo que el juez rechace la solicitud de amparo, 
su presentación antes de la demanda interrumpe la prescripción que corría contra quien la 
formula e impide que ocurra la caducidad, siempre que la demanda se presente dentro de los 
treinta (30) días siguientes a la aceptación del apoderado que el juez designe y se cumpla lo 
dispuesto en el artículo 94. El amparado gozará de los beneficios que este artículo consagra, 
desde la presentación de la solicitud.” 
 

De acuerdo a lo expuesto y en atención a lo dispuesto en el artículo 83 de la Constitución Política, se 
concederá el amparo de pobreza solicitado por el señor JESÚS HERNÁN GELVES SIERRA; por lo que se 
exonerará a la solicitante de prestar cauciones procesales y de pagar expensas, honorarios de auxiliares 
de la justicia, otros gastos de la actuación y no será condenado en costas; no obstante se le advierte que 
los gastos relativos a publicación de emplazamiento en caso de necesitarse, deberán ser sufragados por 
él.  
 
Se le nombra como abogada oficio a la Doctora ANA KARINA CARILLO ORTIZ, quien puede ser notificada 
en el correo electrónico notificacionesjudiciales@colabogados.com.co y. en la Avenida 0 Nº 17-49  en el 
Barrio Caobos.  
 
Por la Secretaría del Despacho líbrense los oficios con el fin de notificar dicho nombramiento a la abogada 
de oficio. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
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Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00007-00, instaurada por la señora ISABEL SOLEDAD HERNÁNDEZ en contra de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y PORVENIR S.A., informándole que 
le correspondió por reparto a este Despacho. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario  
                                                                          

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

) 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00007-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería a la doctora ANA KARINA CARILLO ORTÍZ, como apoderada de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por la señora ISABEL SOLEDAD 
HERNÁNDEZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y 
PORVENIR S.A. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, al Dr. JUAN MIGUEL VILLA LORA, o 
quien haga las veces de representante legal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -
COLPENSIONES- y al Dr. MIGUEL LAGARCHA MARTÍNEZ, o quien haga las veces de representante legal de 
la Administradora de Fondo de Pensiones PORVENIR S.A., a la AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, para lo cual se deberá acudir a lo 
establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las notificaciones que deban 
hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje 
de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin 
necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un 
traslado se enviarán por el mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 



 

 

evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda al Dr. JUAN MIGUEL VILLA LORA, o quien haga las 
veces de representante legal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y 
al Dr. MIGUEL LAGARCHA MARTÍNEZ, o quien haga las veces de representante legal de la Administradora 
de Fondo de Pensiones PORVENIR S.A., a la AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, por el término de diez (10) días contados a partir 
de la notificación de la demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR al Dr. JUAN MIGUEL VILLA LORA, o quien haga las veces de representante legal de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y al Dr. MIGUEL LAGARCHA 
MARTÍNEZ, o quien haga las veces de representante legal de la Administradora de Fondo de Pensiones 
PORVENIR S.A., a la AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y la PROCURADURÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, que para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las 
prescripciones establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en consecuencia que no se 
admitirá una respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben allegarse los documentos pedidos y 
relacionados en la demanda, al igual que las pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, so pena 
se apliquen las sanciones o consecuencias que se encuentren previstas en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 

 
 



 

 

 
 

 
RAMA JUDICIAL  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

 INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00008-00, instaurada por la señora CARMEN VIANEY SÚAREZ DURÁN en contra de la 
sociedad LITIS DATA LTDA. informándole que le correspondió por reparto a este Despacho. Sírvase 
disponer si hay lugar a admitir la misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario  
                                                                          

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

) 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00008-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería al Dr. FREDDY ARTURO RODRÍGUEZ, como apoderado principal de la 
demandante y a la doctora EVANA NUMA SÁNCHEZ, como apoderada sustituta, respectivamente, en la 
forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por la señora CARMEN VIANEY 
SÚAREZ DURÁN en contra de la sociedad LITIS DATA LTDA. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, al señor HÉCTOR GUILLERMO 
OVIEDO HERRERA, o quien haga las veces de representante legal de sociedad LITIS DATA LTDA., para lo 
cual se deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las 
notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia 
respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 
realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que 
deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 



 

 

6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda al señor HÉCTOR GUILLERMO OVIEDO HERRERA, o 
quien haga las veces de representante legal de sociedad LITIS DATA LTDA.,  por el término de diez (10) 
días contados a partir de la notificación de la demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del 
C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR al señor HÉCTOR GUILLERMO OVIEDO HERRERA, o quien haga las veces de representante 
legal de sociedad LITIS DATA LTDA., que para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse 
íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en 
consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben allegarse 
los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que las pruebas anticipadas que se 
encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias que se encuentren previstas 
en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 

 
 



 

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 001-
31-05-003-2021-00009-00, instaurada por la señora GUILLERMINA PAREDES MACHADO en contra de 
COLPENSIONES informándole que le correspondió por reparto a este Despacho. Sírvase disponer si hay lugar 
a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que no hay lugar 
a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 001-31-05-
003-2021-00009-00, toda vez que no cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 27 del 
C.P.T.S.S., conforme lo siguiente: 
 
La implementación de la Ley 1149 de 2.017, que le dio un carácter definitivamente oral al proceso laboral, exige 
que la demanda, entendida como el acto inicial más importante del proceso, dado que determina el campo 
fáctico y jurídico dentro del cual se definirá la competencia del Juez, y los hechos y pretensiones respecto los 
cuales ejercerá se derecho a la defensa y contradicción el sujeto pasivo de la acción, debe cumplir estrictamente 
con los requisitos formales consagrados en los artículos 25, 26 y 27 del C.P.T.S.S., modificados por los artículos 
12, 13, 14 y 15 de la ley 712 de 2.001.  
 

1. La demanda se presenta en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, sin 
embargo, al examinar algunos de los hechos y pretensiones planteados, el poder y los documentos 
allegados como prueba, se advierte que la Administradoraa de Fondo de Pensiones a la cual se 
encontraba afiliado el causante era la sociedad PROTECCIÓN S.A., en contra de la cual debe dirigirse la 
demanda, debiendo ser congruente la formulación de los hechos y pretensiones.  
 

2. No cumple con lo expuesto en el numeral 4º del artículo 26 del C.P.T.S.S., modificado por el artículo 14 
de la Ley 712 de 2.001, toda vez que no se aportó el certificado de existencia y representación legal de 
PROTECCIÓN S.A. 

 
3. No le dio cumplimiento a lo establecido en el artículo 6º del Decreto 806 de 2020, el cual establece que 

“En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que ejerzan 
funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar 
donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al presentar la demanda, simultáneamente 
deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo 
deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 
secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya 
acreditación la autoridad judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte 
demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.” 
 

Consecuente con lo anterior, se hace procedente su inadmisión, concediéndose a la parte demandante, un 
término de cinco (5) días, a efectos de que subsane la irregularidad señalada, so pena de rechazo. Por lo 
anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta,  
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería al doctor ALFREDO DUARTE GÓMEZ, como apoderado de la parte demandante, en 
la forma y términos del poder conferido. 
 



 

 

2. DECLARAR inadmisible la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.  
 

3. CONCEDER un término de cinco (5) días, a la parte demandante, para que subsane la irregularidad anotada, 
so pena se rechace la misma.  
 
4. ORDENAR a la parte actora presentar una nueva demanda, en la que ya quede corregida la irregularidad 
señalada. 
 
5º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal oficial 
de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; 
por ello, ese es el único medio válido para la presentación de memoriales y comunicaciones dirigidos al 
proceso.  
 
6º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando copias 
de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo establece el 
artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020. 
 
7º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, con 
el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 7º del 
Decret0 806 de 2020. 
 
8º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las partes, 
remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso a este; 
dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 



 

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
INFORME SECRETARIAL 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 

Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 001-
31-05-003-2021-00010-00, instaurada por el señor RAFAEL ENRIQUE RODRÍGUEZ ZUÑIGA en contra del 
SINDICATO DE PROFESIONES Y OFICIOS DE LA SALUD DE NORTE DE SANTANDER -ACTISALUD- y la E.S.E. 
HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, informándole que le correspondió por reparto a este Despacho. 
Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario 
PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 

San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintuno (2021) 
 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay lugar a 
admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 001-31-05-003-
2021-00010-00, toda vez que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 25A del CPTSS respecto a 
la acumulación de pretensiones: 
 
Dicha norma establece lo siguiente: 
 

“ARTICULO 25-A. ACUMULACION DE PRETENSIONES. <Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 712 
de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá acumular en una misma demanda varias 
pretensiones contra el demandado, aunque no sean conexas, siempre que concurran los siguientes 
requisitos: 
 
1. Que el juez sea competente para conocer de todas. 

 
2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y subsidiarias. 

 
3. Que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento. 

 
En la demanda sobre prestaciones periódicas, podrá pedirse que se condene al demandado a las que se 
llegaren a causar entre la presentación de aquella y la sentencia de cada una de las instancias. 
 
También podrá acumularse en una demanda pretensiones de varios demandantes contra el mismo o varios 
demandados cuando provengan de igual causa, o versen sobre el mismo objeto, o deban servirse de las 
mismas pruebas aunque sea diferente el interés jurídico. 
 
En las demandas ejecutivas podrán acumularse las pretensiones de varias personas que persigan, total o 
parcialmente, unos mismos bienes del demandado. 
 
Cuando se presente una indebida acumulación que no cumpla con los requisitos previstos en los incisos 
anteriores, pero sí con los tres numerales del inciso primero, se considerará subsanado el defecto cuando 
no se proponga oportunamente la respectiva excepción previa.” 

 
En este caso, se plantea como pretensión principal en la demanda que se declare la existencia de un contrato 
de trabajo  entre el demandante RAFAEL ENRIQUE RODRÍGUEZ ZUÑIGA y el SINDICATO DE PROFESIONES Y 
OFICIOS DE LA SALUD DE NORTE DE SANTANDER -ACTISALUD-, cuyo conocimiento le compete al juez laboral 
de conformidad con lo establecido en el numeral 1º del artículo 2º del CPTSS. 
 
Por otra parte, como pretensión subsidiaria se solicita que se declare que entre el demandante y la referida 
organización sindical, existió un convenio individual de asociación para que este prestara sus servicios 
personales en la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, con el objeto de dar cumplimiento al 



 

 

Contrato Colectivo Sindical Nº 001 de 2020; y como consecuencia de ello, se declare el incumplimiento de lo 
pactado en este y se le recobozcan los perjuicios materialess causados en los términos de los artículos 1613 y 
1614 del C.C., las compensaciones ordinarias, compensaciones semestrales, compensación anual, 
compensación de descanso y rendimiento, compensación de ayuda para transporte y los perjuicios morales, 
entre otras.  
 
En cuanto a esta pretensión, debe precisar este Despacho que en la Sentencia T-457 de 2011, la Corte 
Constitucional precisó que la relación existente entre la Asociación Sindical y el afiliado no está regida por un 
contrato de trabajo,  a partir de la descripción de la naturaleza y caracteristicas de los contratos colectivos 
sindicales; sin embargo, precisó que “Por regla general, las controversias sobre el pago de compensaciones, 
salarios y aportes al sistema de seguridad social integral de los afiliados partícipes en un contrato sindical, así 
como la aplicación de la figura de la solidaridad patronal entre el sindicato, el empresario y los terceros 
beneficiarios de la obra, deben agotar las instancias ordinarias laborales en procura de garantizar el debate 
jurídico y probatorio en el marco de un proceso judicial, además porque se constituye en la atmósfera idónea 
para brindar a las partes la oportunidad de ejercer el derecho a la defensa (artículo 29 Superior).”, al respecto 
explicó que: 
 

“…4.1. En línea de principio, esta Sala de Revisión debe señalar que dentro del Estado social de derecho que preconiza nuestra Constitución 
Política, el derecho colectivo del trabajo constituye un instrumento valioso y apropiado para hacer realidad la justicia social en las relaciones 
entre empleadores y trabajadores, así como para dar plena eficacia a los fines esenciales del Estado tales como la vigencia de un orden justo 
y la convivencia pacífica mediante la solución reposada de los conflictos colectivos de trabajo, y el reconocimiento de la dignidad humana 
en la persona del trabajador, quien merece condiciones estables que le garanticen un trabajo digno y justo con el cual sea capaz de suplir 
sus necesidades básicas personales y familiares (artículos 1°, 2° 25, 39 y 55 de la Constitución). 
  
Como bien lo ha dicho esta Corporación desde la sentencia C-009 de 1994, el derecho colectivo del trabajo dentro de la perspectiva 
constitucional comprende: (i) La libertad de asociación sindical, esto es, el derecho de unirse en defensa de los intereses comunes de la 
respectiva profesión u oficio, que en el artículo 39 Superior tiene una regulación autónoma diferente a la libertad de asociación que, de 
modo general, consagra el artículo 38 ibídem; (ii) La institución de la asociación profesional y sindicatos que actúan en defensa de los 
referidos intereses comunes y que consagra no solamente el citado artículo 39, sino el Código Sustantivo de Trabajo en su artículo 353 y 
siguientes; (iii) El derecho a la negociación colectiva para regular las relaciones laborales que se hace efectivo a través de la celebración de 
acuerdos y convenios de trabajo, conocidos en nuestra legislación como pactos colectivos o convenciones colectivas de trabajo; y, (iv) El 
derecho a la huelga, garantizado en el artículo 56 de la Constitución, salvo en los servicios públicos esenciales definidos por el legislador, 
que constituye un medio para que los trabajadores y organizaciones sindicales defiendan sus intereses económicos y sociales en procura de 
obtener una mejoría de las condiciones laborales y del ejercicio del oficio o profesión. 
  
Concretamente, el derecho de asociación sindical a nivel internacional[31] y en nuestro país, es un derecho fundamental[32], el cual 
constituye una modalidad del derecho de libre asociación, como quiera que aquel consiste en la libre voluntad o disposición de los 
trabajadores para constituir organizaciones permanentes que los identifique y los una en defensa de los intereses comunes de la profesión 
u oficio que ejercen, sin autorización previa de carácter administrativo o la injerencia o intervención del Estado o de los empleadores, 
conforme lo consagran los artículos 39 y 55 Superiores. De dicho derecho es titular no solo el trabajador individualmente considerado, sino 
también el organismo profesional, la asociación constituida por trabajadores o empleadores y el sindicato con su facultad de 
autogobierno[33]. 
  
La doctrina sentada por la Corte Constitucional ha precisado algunas de las particularidades del derecho de asociación sindical señalando 
su carácter voluntario, dado que su ejercicio depende en todo momento de la autodeterminación del individuo para vincularse, permanecer 
o retirarse de un sindicato; relacional, pues “de un lado aparece como un derecho subjetivo de carácter individual y por el otro se ejerce 
necesariamente en tanto haya otros ciudadanos que estén dispuestos a ejercitar el mismo derecho y una vez se dé el acuerdo de voluntades 
se forma una persona colectiva”[34]; e  instrumental, en la medida que “se crea sobre la base de un vínculo jurídico, necesario para la 
consecución de unos fines que las personas van a desarrollar en el ámbito de la formación social”[35].  
  
Ha dicho que se trata, pues, de un derecho que dentro del ordenamiento jurídico se desenvuelve desde varias perspectivas que 
comprenden: “(i) una libertad individual que se traduce en la posibilidad de organizar sindicatos, o ingresar, permanecer y retirarse de los 
mismos -dimensión individual del derecho de asociación-; (ii) un poder legítimo de los trabajadores organizados para promover no sólo sus 
intereses sino su visión de la política general en temas que los afectan o convocan como ciudadanos de una democracia participativa -
dimensión colectiva del derecho de asociación- y (iii) una garantía de la autonomía de las asociaciones libremente confirmadas para ejercer 
dicho poder legítimo”[36]. 
  
A partir de la dimensión colectiva del derecho de asociación sindical, las organizaciones sindicales gozan de ciertos derechos como los son: 
el reconocimiento de la personería jurídica desde su fundación; el poder de determinar el objeto de la organización, condiciones de 
admisión, permanencia, retiro o exclusiones de sus miembros, régimen disciplinario interno, órganos de gobierno y representación, 
constitución y manejo del patrimonio, causales de disolución y liquidación, procedimiento liquidatorio, y otros procedimientos que atañen 
a su estructura y funcionamiento; y, el derecho para constituir y afiliarse a federaciones y confederaciones nacionales e internacionales, 
entre otros. 
  
Así mismo, acatando el fin lícito que tienen los sindicatos de mejorar las condiciones laborales de sus afiliados, el numeral 3° del artículo 373 
del Código Sustantivo del Trabajo, establece como facultad y función principal de la organización sindical, el celebrar convenciones 
colectivas y contratos sindicales, garantizar su cumplimiento por parte de sus asociados y ejercer los derechos y acciones que de ellos 
nazcan. 
  
4.2. Con la expedición de la Ley 6ª de 1945, “por la cual se dictan algunas disposiciones sobre convenciones de trabajo, asociaciones 
profesionales, conflictos colectivos y jurisdicción especial del trabajo”, el legislador fundó en el derecho laboral colombiano la institución 
de los contratos colectivos sindicales. Dada la importancia y el inminente desarrollo que implicaban tales contratos para la sociedad, su 
concepto y regulación básica fueron incorporados a través del Código Sustantivo del Trabajo, como legislación laboral permanente. 
  
4.2.1. Es así que el artículo 482 del Código en comento, define el contrato sindical como aquel que celebran uno o varios sindicatos de 
trabajadores con uno o varios empleadores o sindicatos patronales para la prestación de servicios o la ejecución de una obra por medio de 
sus afiliados. Para la debida celebración de un contrato sindical deben observarse, a título de requisitos formales, que conste por escrito y 
que uno de sus ejemplares sea depositado en el Ministerio de la Protección Social a más tardar 15 días después de su firma. Sumado a ello, 



 

 

el artículo en mención indica que la duración, revisión y la extinción del contrato sindical se rigen por las normas del contrato individual de 
trabajo. 
  
Dentro de las formas de contratación colectiva, además del pacto colectivo y de la convención colectiva, el contrato sindical es una 
institución jurídica del derecho colectivo del trabajo, a través de la cual los sindicatos pueden participar en la gestión de las empresas y en 
la promoción del trabajo colectivo. 
  
4.2.2. Precisamente, el Decreto 1429 del 28 de abril de 2010, “por medio del cual se deroga el Decreto 657 de 2006, se reglamentan los 
artículos 482, 483 y 484 del Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposiciones”, señala en su artículo 1° que el contrato sindical 
es un acuerdo de voluntades cuya naturaleza yace en el derecho colectivo laboral, pero que debemos decir tiene una cierta influencia del 
contrato civil de prestación de servicios o de ejecución de obra o labor porque, como lo adujo la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, “siendo uno de los sujetos del negocio jurídico el sindicato y el otro el empresario, empleador o asociación de 
empleadores, pero sin que opere aquí la subordinación, la autonomía jurídica, propia del contrato civil, es la nota predominante en ese 
tipo de relaciones”. No obstante, la propia Corte Suprema de antaño lo ubicó como un contrato de naturaleza colectiva laboral que 
corresponde desentrañar, en caso de conflictos jurídicos, al juez del trabajo. 
  
Esa posición jurisprudencial se abrió camino, al punto que en la actualidad, por expresa disposición del artículo 9° de Decreto 1429 de 
2010, la solución de controversias que se originen entre las partes contratantes en virtud del contrato sindical, podrán ser resueltas por 
tribunal de arbitramento voluntario o demás mecanismos si lo acuerdan las partes, o en su defecto, por la autoridad judicial laboral 
competente. 
  
4.2.3. Ahora bien, en el contrato sindical intervienen el empresario-empleador y la organización sindical. Las personas que se afilian al 
sindicato para prestar sus servicios o realizar las obras encomendadas a través de dicho contrato, se denominan afiliados partícipes. 
Cabría entonces una pregunta: ¿Los afiliados partícipes que están bajo la modalidad del contrato sindical tienen un contrato de trabajo 
con la organización sindical? La respuesta es no, porque no existe el elemento esencial de la subordinación propio del contrato de trabajo. 
El afiliado partícipe durante la ejecución del contrato sindical compone el sindicato y se encuentra en un plano de igualdad con éste 
frente a la distribución de los ingresos provenientes del contrato, al punto que recibe compensaciones y son sujetos de ciertas 
deducciones, las cuales para todos sus efectos se asimilan al concepto de salario, de acuerdo con lo definido en la asamblea de afiliados, 
en el reglamento y en el contrato sindical. 
  
Quiero ello decir que entre el sindicato y los afiliados partícipes no existe como tal una relación empleador-trabajador, pues si se viera 
desde la óptica contraria comprometería gravemente el derecho de sindicalización en Colombia (artículo 39 Superior), toda vez que 
quienes se agrupan para defender sus intereses laborales en contra del empleador, resultaría a su vez detentando la figura de patrono a 
través de la persona jurídica que constituye el sindicato, situación que resulta ser un contrasentido.    
  
A lo que sí está obligado el sindicato como directo responsable, es a la administración del sistema de seguridad social integral, es decir, 
todo lo relacionado con la afiliación, retiro, pago y demás novedades que presenten los afiliados partícipes, y ello por expresa disposición 
del numeral 7° del artículo 5° del Decreto 1429 de 2010. 
  
4.2.4. De acuerdo con la cartilla que sobre el contrato sindical realizó el Ministerio de la Protección Social, los objetivos de dicho contrato se 
sintetizan en: mejorar los ingresos para los afiliados a la organización promoviendo el bienestar social, brindar participación activa a los 
sindicalizados en el desarrollo y sostenibilidad de las empresas, promover el trabajo colectivo o grupal motivando la contratación colectiva, 
crear confianza y transparencia en las relaciones de la empresa o empleador con los sindicatos y sus afiliados, y ser aliados en la 
productividad y la calidad. 
  
Además de lo anterior, la Sala resalta que el contrato sindical se caracteriza por ser solemne, nominado y principal, realizado en ejercicio de 
la libertad sindical, que goza de autonomía administrativa e independencia financiera por parte del sindicato. Adicionalmente, en virtud de 
él, (i) el sindicato contratista responde porque sus afiliados presenten los servicios o ejecuten la obra contratada; (ii) el representante legal 
de la organización sindical como encargado de suscribir el contrato sindical, ejerce la representación de los afiliados que participan en el 
mismo; (iii) el sindicato se asimila, sin serlo como quedo dicho, a un empleador sin ánimo de lucro por expresa disposición de la ley 
laboral y, (iii) en caso de disolución del sindicato de trabajadores que haya sido parte de un contrato sindical, los trabajadores quedan 
facultados para continuar prestando sus servicios mientras dure la vigencia del contrato y en las condiciones inicialmente estipuladas. 
  
Como está regulado el contrato colectivo sindical en nuestro país, se busca promover el derecho a la negociación colectiva, a la promoción 
del derecho de asociación sindical y a generar múltiples empleos más dignos para los afiliados, en procura de dar una dinámica a la actividad 
sindical. Así mismo, busca mitigar el fenómeno de la tercerización reinante en Colombia, evitando de tal forma la deslaboralización de la 
relación de trabajo o que el empleador acuda a otras formas de contratación como cooperativas, outsourcing o contratos de prestación de 
servicios, para solucionar determinadas necesidades del servicio. Entonces, podemos afirmar que dicho contrato que se encuentra en pleno 
auge, marca una pauta de transición hacia una contratación directa de los trabajadores por las empresas, y más aún, propende por 
garantizar a los afiliados partícipes las mínimas condiciones en materia de seguridad social. 
  
4.2.5. En este orden de ideas, se colige que el contrato colectivo sindical es de estirpe laboral de la modalidad colectivo, por 
consiguiente,  los conflictos que surjan respecto a la ejecución y al cumplimiento del mismo, deben ser ventilados ante la justicia ordinaria 
laboral. Dicho contrato pretende dar una dinámica amplia a la actividad sindical, mediante la promoción del derecho de asociación y la 
creación de empleos dignos para los afiliados partícipes, a quienes se les garantizan los diferentes componentes en materia salarial y de 
seguridad social integral.” 

 
Así las cosas, al margen de que al momento de dictar la sentencia se deba resolver sobre la existencia del 
contrato laboral pretendido, tratándose del afiliado y la organización sindical, el juez laboral es competente 
para conocer de la procedencia del pago de las compensaciones y perjuicios que se reclama en forma 
subsidiaria, pese a que dicho vínculo no esté regido por un contrato de trabajo; por la disposición expresa del 
artículo 9 del Decreto 1429 de 2010, el cual dispone que “La solución de las controversias que se originen entre 
las partes contratantes en virtud del contrato sindical podrá ser resuelta por tribunal de arbitramento voluntario 
o demás mecanismos alternativos si así lo acuerdan las partes, o en su defecto, por la autoridad judicial laboral 
competente.”  
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 
 



 

 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería al doctor SANDRO JOSÉ JÁCOME SÁNCHEZ, como apoderado de la parte 
demandante, en la forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por el señor RAFAEL ENRIQUE 
RODRÍGUEZ ZUÑIGA en contra del SINDICATO DE PROFESIONES Y OFICIOS DE LA SALUD DE NORTE DE 
SANTANDER -ACTISALUD- y la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, a la señora FRANCY YINID ARCHILA 
FLÓREZ, o quien haga las veces de representante legal del SINDICATO DE PROFESIONES Y OFICIOS DE LA 
SALUD DE NORTE DE SANTANDER -ACTISALUD- y al señor MIGUEL TOTINO BOTTA FERNÁNDEZ, o quien 
haga las veces de representante legal de la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, a la AGENCIA 
NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, para 
lo cual se deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las 
notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia 
respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 
realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que 
deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda a a la señora FRANCY YINID ARCHILA FLÓREZ, o 
quien haga las veces de representante legal del SINDICATO DE PROFESIONES Y OFICIOS DE LA SALUD DE 
NORTE DE SANTANDER -ACTISALUD- y al señor MIGUEL TOTINO BOTTA FERNÁNDEZ, o quien haga las 
veces de representante legal de la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, a la AGENCIA 
NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, por 
el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de la demanda, de conformidad con lo 
indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR a la señora FRANCY YINID ARCHILA FLÓREZ, o quien haga las veces de representante legal 
del SINDICATO DE PROFESIONES Y OFICIOS DE LA SALUD DE NORTE DE SANTANDER -ACTISALUD- y al señor 
MIGUEL TOTINO BOTTA FERNÁNDEZ, o quien haga las veces de representante legal de la E.S.E. HOSPITAL 
UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, a la AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y la 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, que para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse 
íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en 
consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben allegarse 
los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que las pruebas anticipadas que se 
encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias que se encuentren previstas 
en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 



 

 

11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 



 

 

 
 

 
RAMA JUDICIAL  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
 

 INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Señor Juez la anterior demanda ordinaria de primera instancia, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2021-00011-00, instaurada por el señor CARLOS HUMBERTO CASTELLANOS BAUTISTA en 
contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y PORVENIR S.A., 
informándole que le correspondió por reparto a este Despacho. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la 
misma. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario  
                                                                          

PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN DEMANDA 
San José de Cúcuta, quince (15) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

) 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el No. 54- 
001-31-05-003-2020-00011-00, toda vez que cumple con los requisitos establecidos en los artículos 25, 26 y 
27 del C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 

1º.-RECONOCER personería al doctor CÉSAR YESID TIBAQUIRÁ, como apoderado de la parte demandante, 
en la forma y términos del poder conferido. 

 
2º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por el señor CARLOS 
HUMBERTO CASTELLANOS BAUTISTA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
-COLPENSIONES- y PORVENIR S.A. 
 
3º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
4º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, al Dr. JUAN MIGUEL VILLA LORA, o 
quien haga las veces de representante legal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -
COLPENSIONES- y al Dr. MIGUEL LAGARCHA MARTÍNEZ, o quien haga las veces de representante legal de 
la Administradora de Fondo de Pensiones PORVENIR S.A., a la AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, para lo cual se deberá acudir a lo 
establecido en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las notificaciones que deban 
hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje 
de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin 
necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un 
traslado se enviarán por el mismo medio.”  
 
5º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 



 

 

evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, en 
cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ADVERTIR  que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló  el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
7º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda al Dr. JUAN MIGUEL VILLA LORA, o quien haga las 
veces de representante legal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y 
al Dr. MIGUEL LAGARCHA MARTÍNEZ, o quien haga las veces de representante legal de la Administradora 
de Fondo de Pensiones PORVENIR S.A., a la AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, por el término de diez (10) días contados a partir 
de la notificación de la demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
8º.-ORDENAR al Dr. JUAN MIGUEL VILLA LORA, o quien haga las veces de representante legal de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y al Dr. MIGUEL LAGARCHA 
MARTÍNEZ, o quien haga las veces de representante legal de la Administradora de Fondo de Pensiones 
PORVENIR S.A., a la AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y la PROCURADURÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, que para efectos de contestar la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las 
prescripciones establecidas en el Art. 31 del C.P.L., debiendo entenderse en consecuencia que no se 
admitirá una respuesta diferente a las allí contempladas, y que deben allegarse los documentos pedidos y 
relacionados en la demanda, al igual que las pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, so pena 
se apliquen las sanciones o consecuencias que se encuentren previstas en esa normativa. 
 
9º.-ADVERTIR  a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 

 
10º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso.  
 
11º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
12º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
13º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que, no lo hubieren hecho, que suministren en el término 
de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
14º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
 

 
 


